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Introducción 
La influencia mediática convencional ya no tiene asi

dero en el nuevo ecosistema, donde el surgimiento de 
plataformas interactivas convive con las dificultades eco
nómicas y financieras que atraviesan los medios tradicio
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¿Tecnología mata poder?
El rol de las tecnologías digitales y las redes sociales

en la relación medios - opinión pública 
>> Lila Luchessi Lic. en Ciencias de la Comunicación Social (UBA) y Doctora 

en Ciencia Política (UB). Investigadora y Docente en UNRN y UBA.

La digitalización de medios no es un fenómeno del si-
glo XXI. Las experimentaciones respecto de lenguajes de 
programación y su aplicación a los medios de prensa co-
mienzan al promediar los años ochenta. La incorporación 
de computadoras a las redacciones, la posibilidad de editar 
en pantalla y organizar redes de trabajo revolucionó la la-
bor de periodistas y medios de comunicación.

Si bien la incorporación de estas tecnologías no cambió 
en su momento las relaciones con la audiencia, los modos 
productivos −su impacto en la velocidad de cobertura− y 
la disrupción de los conceptos analógicos generaron nue-
vas formas de procesar la información.

La inclusión de cables digitales, accesibles desde cada 
ordenador, también hizo que el proceso selectivo dejara 
de caer en la mesa de noticias para empezar a circular por 
cada uno de los escritorios.

Con el crecimiento sostenido de internet, el acceso a 
conexiones hogareñas y la baja de los precios en las tarifas 
para los consumidores, el mercado se fue ampliando has-
ta generar un nuevo modo de producir y publicar infor-
mación en la web. No obstante, los reenvíos a los medios 
tradicionales, sus rutinas productivas y modos de consu-
mo generaron interacciones que, como plantea McLuhan 
(1964), dejan a la vista lo siguiente: “ningún medio adquie-
re su significado o existencia solo, sino exclusivamente en 
interacción constante con otros medios”.

De estas interacciones surge una reconfiguración del 
lenguaje, de la narrativa y de los flujos de información. Sin 
embargo, es recién en el primer lustro del nuevo siglo, con 
la irrupción de las plataformas digitales en red y la masifi-
cación del consumo de dispositivos móviles, que aparece-
rán amplificadas las voces de la sociedad. 

A pesar de la masividad de Facebook, Twitter, Insta-
gram, Youtube, Snapchat y otras con menor número de 
usuarios, las redes sociales son preexistentes a estas pla-
taformas. Como planteó Marx (1857: 8): “la sociedad no 
es meramente un agregado de individuos; es la suma de 
las relaciones que los individuos sostienen entre sí”. Y, si 
agregamos que “los estados de conciencia colectiva son de 

una naturaleza diferente a los estados de conciencia indi-
vidual, son representaciones de otro tipo. Y la mentalidad 
de los grupos no es la de los individuos, tiene sus propias 
leyes” (Durkheim, 1895), podemos concluir, con Luhman 
(1995) que “no hay elementos sin conexiones de relación o 
relaciones sin elementos”.

Dadas las tramas relacionales en las que las socieda-
des interactúan, la amplificación de las voces a través de las 
plataformas tiene un doble circuito. Por un lado, el uso de 
las redes se vuelve individual y, a veces, aislado. Por otro, 
la interacción genera nodos, liderazgos y matrices que no 
hacen otra cosa que reproducir en las plataformas virtuales 
lo que sucede en las comunidades reales.

En este sentido, creemos con Castells (2001) que “la 
sociedad modela a internet y no al contrario”. De esta for-
ma, “allí donde hay una movilización social, internet se 
convierte en un instrumento dinámico de cambio social; 
allí donde hay burocracia política y política estrictamente 
mediática de representación ciudadana, internet es simple-
mente un tablón de anuncios. Hay que cambiar la política 
para cambiar internet y, entonces, el uso político del inter-
net puede revertir en un cambio de la política en sí misma”.

Desde este punto de vista, los cruces, reenvíos e in-
mersiones generan una trama compleja. Los emisores se 
descentran (Luchessi 2016) y los periodistas pierden la so-
beranía sobre la audiencia. Las brechas de intereses entre 
unos y otros se amplían (Boczkowski y Michelstein 2013). 
Frente a comunidades desafiantes, los medios establecen 
formas de construcción negociadas para no perder views, 
flujos y circulación. 

Los anunciantes dejan de necesitar a los medios para 
promocionar sus productos. A partir del análisis de datos y 
su aplicación en la gestión de redes, pueden contactarlos de 
forma directa. En tanto, aquello que se conoció como pú-
blico constituye comunidades activas, colaborativas, parti-
cipativas y cuestionadoras (Luchessi 2017) que se retroa-
limentan y reagrupan a fuerza de algoritmos y sugerencias 
de las plataformas para su interconexión.

El poder de los medios para fijar la agenda (McCombs 
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Este nuevo número de Lo Que Vendrá continúa un camino iniciado en la Carrera de Ciencia Política hace ya mu-
chos años. Desde sus mismos inicios, nuestra carrera ha considerado que la formación académica debe ser complemen-
tada con actividades de diverso tipo para la discusión informada de los temas que forman parte del saber académico y/o 
preocupan a nuestra sociedad. Esta publicación, y este número que aquí presentamos, reflejan una parte de ese espíritu 
que busca enriquecer la experiencia universitaria y su consecuencia inevitable, la confrontación de ideas y argumentos. 
Enriquecer la razón implica abrir conversaciones, nunca cerrarlas.

La desigualdad de género es una discusión importante de la vida dentro y fuera de la academia. A mediados de los 
años ochenta decía Norberto Bobbio que la transformación de la relación entre los sexos era probablemente la mayor 
revolución de nuestro tiempo, solo posible bajo las reglas y los valores de la democracia. En los últimos años el tema ha 
cobrado mayor visibilidad, y en función de ello la Dirección de la Carrera y Lo Que Vendrá realizaron una convocatoria 
abierta para lanzar un número de la revista dedicado enteramente al tema. Para ello convocaron a tres profesoras de la 
Carrera para que desde su capacidad y reconocimiento en el área seleccionaran los trabajos recibidos en función de los 
parámetros usuales de la producción académica. Nélida Archenti, Débora Lopreite y Gabriela Seghezzo actuaron de 
una forma consulta y colaborativa, por lo que agradecemos nuevamente su trabajo desinteresado. 

Los artículos seleccionados muestran un amplio abanico de proposiciones intelectuales, académicas y de políticas 
relacionadas con el género, y constituyen un aporte más que interesante al abordaje del tema. ¡Buena lectura!
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Desde la conquista del derecho a elegir y ser elegidas 
hasta la sanción de la Ley de Cupo y de allí a la Paridad, 
la participación política de las mujeres ha sido objeto in-
termitente de debate en la política nacional argentina. El 
proceso de transición a la democracia en la década del ’80, 
tras años de dominación autoritaria, devolvió el derecho 
de participación de la ciudadanía en los diferentes ámbi-
tos de la vida política prestando una estructura de opor-
tunidades favorable a la expresión de demandas de mayor 
participación y representación femenina en las institucio-
nes políticas, que derivó en la adopción de la que fuera 
la primera ley de cupo de género en Latinoamérica. La 
percepción de un techo fáctico para el acceso a espacios de 
poder a instancias de las disposiciones de la otrora pionera 
cuota legal, motivó la adopción de la Ley de Paridad que, 
una vez más, coloca en el centro del debate los mecanis-
mos empleados para subsanar las desigualdades de género 
que atraviesan el reparto del poder y tras el cual subyace 
una discusión mucho más compleja sobre los fundamen-
tos propios de nuestra democracia.

 
Mujeres en la política: el cupo y la paridad
La Ley de Cupo sancionada en Argentina en 1991, tras 
un proceso de construcción de consensos multipartida-
rios de legisladoras y su articulación con movimientos 
de la sociedad civil, estableció el requisito de un 30 por 
ciento mínimo de mujeres en las listas para cargos electi-
vos (Ley 24012, 1991). Tanto el proceso de sanción de la 
norma como su posterior reglamentación supuso grandes 
resistencias por parte de algunas estructuras de toma de 
decisión reticentes a ceder espacios de poder. A partir de 
la Ley de Cupo argentina, diecisiete países latinoamerica-
nos tomaron medidas para garantizar el acceso de mujeres 
a la arena legislativa, incluso estableciendo innovadoras 
vías a la paridad a través de la acción conjunta de movi-
mientos sociales y lideresas políticas coalicionadas multi-
partidariamente que permitió aumentar durante treinta 
años la representación descriptiva femenina en la región 
(Freidenberg y Lajas García 2017).

La creciente importancia ganada por los movimientos 
feministas en los últimos años en la Argentina posibilitó 

la reapertura de debates acerca de los roles de las mujeres 
en la sociedad y su relación con los espacios de poder, 
así como la consiguiente instalación de demandas en tal 
sentido en las agendas sociales, mediáticas e instituciona-
les. Aquel 30 por ciento fijado en las cuotas comenzó a 
percibirse como un techo, que buscó ser subsanado con 
la sanción de la Ley de Paridad en tanto respuesta insti-
tucional a las demandas de la ciudadanía, pero además 
atendiendo el reclamo de un grupo de ciudadanas que 
participa de la toma de decisiones colectivas y que, una 
vez más, debió enfrentarse a los conflictos derivados de 
poner en cuestión el reparto del poder. Aun cuando el 
panorama nos recuerda el escenario de 1991, a diferencia 
de las cuotas, la paridad arribó al Congreso Nacional tras 
experiencias subnacionales previas y con marcos de refe-
rencia externos.

Françoise Collin (1993) plantea que la paridad supo-
ne una radicalización de las cuotas entendiendo que, si 
el 50 por ciento de la población es femenina, las mujeres 
deben ocupar un 50 por ciento de los puestos decisorios, 
argumento cuyo valor estratégico radica en visibilizar el 
problema y así aumentar los efectos de la representación 
simbólica. Si bien a priori podemos coincidir en que la 
norma argentina aspira a esta equivalencia numérica de 
mujeres y hombres en el acceso a las candidaturas para 
cargos electivos, la estrategia discursiva de colocar a la pa-
ridad en términos de ampliación de la democracia hizo 
más costoso su rechazo en un contexto nacional e inter-
nacional como el actual que pone la igualdad de género 
como horizonte deseable e imprime otro sentido al debate 
por la participación y el criterio de igualdad que nos obli-
ga a pensar la cuestión más allá de los porcentajes. En este 
sentido, la paridad no se trata de una simple ampliación 
del cupo ni tampoco se queda en un intento de reposi-
ción de las mujeres en un espacio político del que fueron 
excluidas durante mucho tiempo: la paridad apunta a al-
canzar nociones de equidad que afirmen el compromiso 
permanente del Estado con la inclusión (Caminotti y Del 
Cogliano 2019) y al reconocimiento de la legitimidad de 
la subjetividad política de las mujeres.

La Ley de Paridad modificó el Código Electoral Na-

Del cupo a la paridad: 
desafíos al reparto del poder en Argentina

>> Joaquina Altamirano
Lic. en Ciencia Política y Relaciones Internacionales (UCALP). Ayudante Graduada en Sistemas Políticos Comparados (UCALP). 
Miembro del Grupo de Jóvenes Investigadores IRI-UNLP. 

>> Julieta Mulet 
Lic. en Ciencia Política y Relaciones Internacionales (UCALP). Ayudante Graduada en Política Transnacional (UCALP).
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cional de modo tal que “las listas de candidatos/as que 
se presenten para la elección de senadores/as nacionales, 
diputados/as nacionales y parlamentarios/as del Mercosur 
deben integrarse ubicando de manera intercalada a muje-
res y varones desde el/la primer/a candidato/a titular hasta 
el/la último/a candidato/a suplente” (Ley 27412, 2017). 
Asimismo, y tras la compleja experiencia de implemen-
tación de la Ley de Cupo, la nueva norma prevé un ré-
gimen de reemplazos en base al género y sanciones ante 
el incumplimiento, elementos necesarios para garantizar 
mayores niveles de efectividad de una ley que, para lograr 
el acceso definitivo de las mujeres a estos espacios de po-
der, depende de la receptividad del sistema político en su 
conjunto: las disposiciones del sistema electoral, el marco 
jurídico institucional y en última instancia, pero no por 
ello menos importante, el voto popular (Archenti y Tula 
2007).

La puesta en vigencia de la Ley de Paridad desde 2019 
se presenta como una oportunidad de generar marcos 
legales que abonen la igualdad de oportunidades entre 
varones y mujeres, al mismo tiempo que permite pregun-
tarnos si equiparar la cantidad de mujeres a la de varones 
en las listas de votación genera equidad en la distribu-
ción de las bancas, y si ayuda a resolver la demanda de los 
movimientos feministas de más mujeres ocupando cargos 
jerárquicos, en este caso, dentro del cuerpo legislativo. El 
abordaje de estas cuestiones nos coloca frente al debate 
por las ideas de igualdad y representación en el marco del 
sistema democrático. 

Democracia, patriarcado y la 
institucionalización de la desigualdad
Los mecanismos de discriminación positiva que operan 
en nuestra democracia para permitir el acceso de las mu-
jeres a espacios de poder no pueden disociarse de la re-
flexión sobre nuestro propio sistema político. La herencia 
y reproducción de formas hegemónicas de dominación 
y opresión han configurado una democracia estructural-
mente patriarcal, esto es, “una democracia que mantiene 
desigualdades sexo-genéricas en el acceso a las institucio-
nes públicas, mediante un sistema de relaciones sociales 
sexo-políticas de opresión individual y colectiva de las 
mujeres por parte de los varones” (Altamirano y Mulet 
2018).

Aun cuando repensar nuestras democracias en clave de 
género hace necesaria una indagación profunda, así como 
también un esfuerzo teórico-intelectual amplio que no es 
posible llevar adelante en estas páginas, podemos reflexio-
nar parcialmente sobre algunos elementos de la teoría 
clásica de la democracia que es parte de las currículas de 
los estudios de ciencia política desde el siglo XX. En este 
sentido las visiones tradicionales de la disciplina definen 
a la democracia como un sistema que implica intrínseca-
mente el pluralismo social y organizativo, la ampliación 
de los derechos individuales y la posibilidad de disenso, 

rigiéndose por el principio categórico de la igualdad, es 
decir el supuesto de que una proporción sustancial de las 
y los adultos está adecuadamente calificada para autogo-
bernarse (Dahl 1992: 120, 259-266).

La convivencia de una estructura social patriarcal apa-
rece incompatible con este tipo de régimen, no sólo desde 
sus fundamentos filosóficos sino también desde los ope-
rativos. No es necesario distanciarnos de lo planteado por 
autores de renombre en la academia para afirmarlo. Al 
retomar a Robert Dahl (1992: 135), vemos que, dentro 
de los criterios determinantes para la existencia de la de-
mocracia, la participación efectiva es uno de ellos, esto es, 
por definición, la igualdad de oportunidades para expre-
sar aquello que se cree conveniente, incorporar temas a la 
agenda y dar sus razones, criterios cuyo incumplimiento 
implica que las personas no son políticamente iguales.

Si la participación femenina se encuentra cercenada, 
una de las instituciones de la poliarquía no se cumple: 
el derecho a ocupar cargos públicos (Dahl 1992: 267). 
Entendiendo al pueblo como sujeto y objeto de estos re-
gímenes en tanto mayoría limitada, es decir aquella que 
admite oposiciones (Sartori 2014: 30-31) bajo la premi-
sa de defender la igualdad de derechos al interior de la 
ciudadanía, vemos que si las mujeres como grupo social 
no pueden acceder a los espacios políticos, comprendidos 
y valorados como bienes escasos, mientras que sólo una 
parte del demos, los varones adultos, pueden ejercer de 
forma plena y/o más fácilmente sus derechos políticos, 
la igualdad de oportunidades para formular preferencias, 
manifestarlas, y recibir igualdad de trato por parte de 
quienes gobiernan sólo se resguarda de manera aparente. 

De este modo, la baja participación de las mujeres en 
espacios de representación política pone en tensión la le-
gitimidad de la democracia (Cobo 2002) y nos lleva a 
preguntarnos por la noción de igualdad que es constitu-
tiva de la misma. La exclusión de las mujeres del espacio 
público se configura en tanto problema teórico enraizado 
en la propia teoría clásica de la democracia que refuerza 
la tendencia a hacer de la diferencia sexual una diferencia 
política. En este sentido es interesante lo planteado por 
Lagarde y de los Ríos (2006) al decir que creemos vivir en 
democracia porque votamos, elegimos y hay instituciones, 
aun cuando las mujeres seguimos siendo una minoría po-
lítica y nuestra ciudadanía no es impulsada prevaleciendo 
la exclusión, la pobreza y la violencia contra las mujeres.

Es en este punto donde una vez más la teoría de la de-
mocracia nos vuelve a servir de argumento. Sartori (2014) 
plantea que, siendo la democracia el poder del pueblo, son 
las correas de trasmisión del poder donde hay que poner 
la mirada, ya que, si bien representación y participación 
son el bagaje instrumental sine qua non de la democracia, 
son al mismo tiempo su talón de Aquiles: las elecciones 
libres no son iguales a representación genuina. La sanción 
de leyes como las de cuota de género y paridad permite 
utilizar los mecanismos institucionales para corregir esta 
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representación no genuina derivada del desplazamiento 
sistemático de las mujeres de la arena política, desafiando 
así perspectivas liberales clásicas de la igualdad de oportu-
nidades (Caminotti 2014: 2). Cuestionar estas dinámicas 
para transformar el conocimiento en lucha colectiva es un 
imperativo de los tiempos que corren de cara a la cons-
trucción de un nuevo contrato social democrático más 
justo, inclusivo y representativo.

La democracia será feminista 
La cuestión de la representación política de las mujeres 
supone diferenciar la dimensión descriptiva y sustantiva 
de la misma. Mientras la primera hace a la presencia de 
más mujeres en estos ámbitos, lo sustantivo se vincula a 
la promoción de los intereses de las mujeres y a la respon-
sabilidad de los y las representantes frente a la ciudada-
nía, sin importar sus características personales (Caminotti 
2013), siendo esto último medible en resultados políticos 
que implican apoyar las demandas y presentar proyectos 
relativos a las exigencias de las mujeres, establecer víncu-
los con organizaciones impulsoras de las mismas y crear 
redes con colegas para lograr esos objetivos (Franceschet 
y Piscopo 2008). 

El acceso de mujeres a puestos de poder tradicional-
mente androcéntricos tiene una profunda carga simbólica 
de representación colectiva aun cuando las legisladoras no 
se lo propongan. La Ley de Cupo posibilitó un aumento 
en la representación descriptiva de las mujeres en el Con-
greso Nacional que no se tradujo en iguales términos sus-
tantivos. No obstante, y aun cuando esto no es suficiente, 
permitió avances en la feminización de las agendas y de 
la legislación, de lo que la Ley de Paridad es evidencia 
concreta. 

Si bien el espíritu transformador de ambas normas 
tiene al género como dimensión central, es preciso recor-
dar que la participación de mujeres en estos espacios no 
implica un correlato automático de representación sus-
tantiva, es decir, de los intereses del colectivo de género, 
en principio porque difícilmente pueda pensarse el géne-
ro como comunidad (Scott 1997): asumir esa posición 
implicaría reforzar nociones esencialistas de la feminidad, 
generalmente construidas de forma exógena, y por consi-
guiente negar la heterogeneidad del colectivo que supone 
múltiples identidades constituidas no sólo en función del 
género sino además atravesadas por la etnia, la clase social, 
la orientación sexual, entre otros factores. 

Es en este punto que la interseccionalidad como herra-
mienta analítica dentro de la teoría feminista para pensar 
las formas de opresión en que el género se cruza con otras 
identidades (AWID 2004) nos permite develar un límite 
de la igualdad propuesta tanto por la Ley de Cupo como 
por la Ley de Paridad: las normas se construyen en una 
lógica de género binaria que deja fuera de consideración 
no sólo a otras identidades sexo-genéricas sino además a 
cualquier otro elemento que opere en el acceso a este de-

recho. Aun cuando esto no invalida el objetivo de igual-
dad de las leyes, nos coloca en el desafío de reflexionar 
sobre la configuración diversa del sujeto político de los 
feminismos y su reconocimiento como parte sustantiva 
de la lucha colectiva. 

De este modo los desafíos de los feminismos no sólo 
están en la acción dentro de la arena política desde las 
calles y desde la institucionalidad, sino también en repen-
sar los pilares de la teoría clásica de la democracia desde 
una perspectiva de género que implica una toma de de-
cisión epistemológica a la vez que un compromiso con la 
producción académica en un campo legitimado tradicio-
nalmente masculino donde se juega la construcción de 
sentidos y saberes.

Referencias bibliográficas
Altamirano, J. y J. Mulet (2018) “Democracia vs. Patriarcado: cuotas de géne-
ro, participación y representación femenina”, en XIII Congreso Nacional y VI 
Congreso Internacional sobre Democracia, Rosario, UNR, disponible en https://
www.academia.edu/41493608/Democracia_vs._patriarcado_cuotas_de_géne-
ro_participación_y_representación_femenina.
Archenti, N. y M. I. Tula (2007) “Cuotas de género y tipo de lista en América 
Latina”, en Opinião pública, Vol. 13, N° 1.
AWID (2004) “Interseccionalidad: una herramienta para la justicia de género 
y la justicia económica”, en Derechos de las mujeres y cambio económico, N° 9.
Caminotti, M. (2013) “La representación política de las mujeres en el período 
democrático”, en Revista SAAP, Vol. 7, N° 2.
Caminotti, M. (2014) “Ideas, legados y estrategias políticas en la reforma de 
las reglas de selección de candidatos: la ley de cuotas pionera de Argentina”, en 
Revista Uruguaya de Ciencia Política, Vol. 23, N° 2.
Caminotti, M. y N. Del Cogliano (2019) “El origen de la ‘primera generación’ 
de reformas de paridad de género en América Latina. Evidencia de Argentina”, 
en Política y Gobierno, Vol. 16, N° 2. 
Cobo, R. (2002) “Democracia paritaria y sujeto político”, en Anales de la Cáte-
dra Francisco Suárez, Vol. 36. 
Collin, F. (1993) “La parité: une autre démocratie pour la France?”, en Les Ca-
hiers Du GRIF, Vol. 47, disponible en https://doi.org/10.3406/grif.1993.1879.
Dahl, R. (1992) La democracia y sus críticos, Barcelona, Paidós.
Franceschet, S. y J. Piscopo (2008) “Gender Quotas and Women’s Substantive 
Representation: Lessons from Argentina”, en Politics & Gender, N° 4.
Freidenberg, F. y S. Lajas García (2017) ¡Leyes vs. techos! Evaluando las reformas 
electorales orientadas a la representación política de las mujeres en América Latina, 
disponible en https://www.academia.edu/29796341/_Leyes_vs._Techos_Eva-
luando_la_reformas_electorales_orientadas_a_la_representaci%C3%B3n_
pol%C3%ADtica_de_las_mujeres_en_Am%C3%A9rica_Latina.
Lagarde y de los Ríos, M. (2006) Pacto entre mujeres, sororidad, Coordinadora 
Española para el Lobby Europeo de Mujeres (CELEM), Departamento de Co-
municación. 
Sartori, G. (2014) ¿Qué es la democracia?, Madrid, Taurus. 
Scott, J. (2000) “La querelle de las mujeres a finales del siglo XX”, en New left 
review, N° 3.
 

328



LO QUE VENDRÁ (        )

Introducción
En estas páginas nos dedicaremos a recorrer, de mane-
ra sumaria, el rol crítico que reviste la disponibilidad de 
información gubernamental para el efectivo ejercicio de 
los derechos humanos de las mujeres. En un plan de ex-
posición muy simple, comenzaremos con una semblanza 
sobre el enfoque de derechos como perspectiva de diseño 
de política pública, para luego hacer una referencia al va-
lor de la transparencia en la agenda de derechos huma-
nos. Luego de caracterizar a la noción de derechos de las 
mujeres, concluimos en destacar el rol de la publicación 
protocolizada de información de manera constante y por 
defecto de los gobiernos.

Enfoque de derechos y políticas públicas
O’Donnell (2001) afirmó que, allende los múltiples argu-
mentos instrumentales para abogar por los beneficios del 
Estado de Derecho, su justificación debería basarse en la 
igualdad de los sujetos jurídicos con agencia autónoma y 
responsable que lo habitan (junto con la dignidad y obli-
gación del respeto humano derivado de ello). En Améri-
ca Latina, la intermitencia y existencia parcial del Estado 
de Derecho da cuenta de numerosas violaciones de la ley 
en el nivel social1. De esta manera, los derechos no están 
disponibles automáticamente, sino sólo luego de ser ejer-
citados y defendidos (aun cuando esto pueda resultar un 
aspecto negativo, no parece ser netamente así: el propio 
O’Donnell afirma también que esto permite construir las 
bases para luchar por otros derechos específicos y sustanti-
vos). Sin omitir, claro, que una estructura socioeconómi-
ca desigual debilita la garantía y ejercicio de los derechos 
políticos y civiles. Es por esto que la ley no constituye 
sólo una simple técnica racionalizada de ordenación de 
las relaciones sociales, sino la condensación dinámica de 
relaciones de poder. Aún a pesar de esas desigualdades, 
O’Donnell no omite señalar que la ley sugiere un punto 
de esperanza y una amplia estrategia de construcción de 
relaciones presentes y futuras: portar derechos formales 
1 Este aspecto nutre su categoría de “ciudadanía de baja intensidad”, ese fenómeno observable en Latinoamérica, de un ejercicio irregular de derechos civiles a lo 
largo de un territorio, junto con la debilidad o ausencia de la dimensión funcional del Estado. Esto se combina con otros aspectos como la emergencia de poderes 
privados que toman control en zonas rurales y marginales urbanas, la existencia de burocracias que establecen relaciones de desigualdad con la ciudadanía, entre 
otros factores que minan cada vez más el ejercicio de la ciudadanía (O’Donnell 1993).

—civiles o políticos— es una señal de empoderamiento 
de los individuos y sus asociaciones. Esta revalorización 
del derecho como instrumento de integración social —
que propiciará derechos humanos con reconocimiento 
positivo— puede ser cotejada en la progresiva apertura de 
espacios institucionales a diferentes sujetos sociales (deve-
nidos, por ello, sujetos de derecho), proceso que también 
les dota —junto al resto de la sociedad— de instrumentos 
para su exigibilidad ante el sujeto que debe garantizarlos 
(Güendel 2002), es decir, el Estado.

Adoptar el enfoque de derechos para el diseño, imple-
mentación y ejecución de las políticas públicas implica, 
en primer lugar, acercar las obligaciones jurídicas interna-
cionales en materia de derechos humanos asumidas por el 
Estado (y consagradas en tratados internacionales, leyes, 
jurisprudencia o interpretaciones autorizadas), e incor-
porarlas en decisiones gubernamentales. El derecho in-
ternacional de los derechos humanos no tiene capacidad 
alguna para formular políticas, sino que establece están-
dares marco para las que cada Estado diseña (Abramovich 
y Pautassi 2012). Este enfoque aporta dos aspectos: por 
un lado, la consideración de cada persona como titular de 
derechos con el poder de exigir al Estado el cumplimiento 
de sus obligaciones (Abramovich 2006). Por otro lado, 
la no neutralidad: un Estado activo en la generación de 
equilibrios sociales a través de la protección especial de 
ciertos grupos, debe atender vulneraciones de derechos 
históricas. Esto conlleva el abandono de su neutralidad, 
y le demanda al Estado contar con la posesión de herra-
mientas de diagnóstico para saber a favor de qué sectores 
debe aplicar medidas urgentes y/o especiales de protección 
(Abramovich 2010). Este es uno de los principios que re-
viste mayor complejidad social, porque de suyo expresará 
tensiones, pujas y posiciones de los diversos sectores socia-
les ante el (nuevo) equilibrio que una política pública con 
acceso a derechos refleja (Guendel 2002). En este proceso 
de adoptar una compensación que reequilibre el escenario 
societal, el Estado asume, previo al rol de implementador 

Información gubernamental para un cambio sustantivo 
de la relación del Estado con las mujeres
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Abierto (CP UBA). Directora del GICP “DDHH y género: el rol de la información gubernamental en la garantía del ejercicio de 
derechos humanos de las mujeres”.
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(técnico y administrativo) de una política pública, un rol 
re-organizador de la sociedad (aspecto que siempre tuvo, 
eso constituye parte de su imperio) sólo que ahora lo hace 
en torno al acceso a nuevos derechos que resultan nuevos 
principios colectivos de acción que (re)construyen una 
nueva institucionalidad social (Guendel 2000)2. 

Información gubernamental y acceso a derechos 
Para lograr introducir esta cuestión en un espacio tan re-
ducido como estas líneas, apelemos a un atajo, algo así 
como un giro de la cuestión que nos coloca de cara al rol 
de la información gubernamental como vector de unión 
entre el Estado y la complejidad societal que lo circun-
da. De este modo, situémonos por fuera de aquél, en el 
extramuros de la fortaleza. Y desde esta posición recupe-
remos la noción de Oszlak y O’Donnell (1981), donde 
las políticas públicas resultan un conjunto de acciones (y 
omisiones) que expresan una modalidad de intervención 
del Estado en relación a un aspecto que haya recibido 
atención, interés o movilización de otros sectores de la 
sociedad civil. Claro que no es sólo la sociedad civil el 
sujeto activo que construye una demanda que desencade-
nará su reconocimiento estatal (el propio Estado también 
puede hacerlo —algo que los autores no ignoraban, por 
supuesto—), pero pensar lo estatal desde su perímetro 
externo nos desafía a encontrar la manera de conocer su 
acción, lo que acontece dentro de él. El dispositivo clá-
sico (aunque no el único)3 para acceder a ello es hacer-
se con la información que recolecta, produce, organiza y 
disponibiliza el Estado, es decir, la información pública 
(Guevara 2003). Ella es uno de los factores que constitu-
ye un factor de fortalecimiento del Estado de Derecho, 
unido a la construcción de una cultura más democrática 
con un Estado que rinde cuentas (O’Donnell 2001) pero 
que también es determinante al ejercicio de los derechos 
humanos: su garantía será declamatoria si la ciudadanía 
no cuenta con mecanismos de control que permitan co-
nocer, monitorear y fiscalizar la actividad de aquél (CELS 
2004). Es por esto que el acceso a la información pública 
es un derecho que posibilita el ejercicio de otros derechos 
(humanos, fundamentales o de otro tipo) mientras a su 
vez constituye, en sí mismo, un derecho humano. Este 
reconocimiento en el Sistema Interamericano de DDHH 
fue posibilitado a partir del paradigmático caso Claude 
Reyes contra el Gobierno de Chile. Sumariamente, a 
mediados de la década de los ‘90 Marcel Claude Reyes 
pidió información al Comité de Inversiones Extranjeras 
de Chile sobre un proyecto de deforestación que podría 

2 Debido a las limitaciones de espacio, sólo mencionaremos que a estos dos principios se suman también otros requisitos para abordar una política pública con 
perspectiva de acceso a derechos: información de calidad en todas las etapas, adecuación a altos estándares de derechos, diseño de principios rectores de igualdad y 
no discriminación, perspectiva de género, acceso a la justicia, acceso a la información y participación (Abramovich 2006).
3 Existen otras maneras de hacer más porosa la frontera entre el Estado y la sociedad: desde hace más de dos décadas, encontramos mecanismos de gobernanza 
—que implican coordinación entre actores sociales para la implementación de políticas—, pero también diversos avances en materia de monitoreo y evaluación 
participativa de políticas públicas (Arena y Aquilino, 2018). Ya, desde una década a esta parte, se sumaron a aquéllos las estrategias de colaboración y participación 
en la gestión, en el marco de políticas de Estado abierto.
4 También reconocido en nuestro Ordenamiento en el artículo 14, bajo la acción de ‘publicar las ideas por la prensa’ (sentido acotado, sin duda, debido a que al 
momento de su redacción los medios no eran lo profusos que son hoy).

impactar negativamente el medioambiente. Gran parte de 
la información le fue denegada sin fundamentos sólidos, y 
los tribunales nacionales tampoco hicieron lugar a su pe-
dido. Así, recurrió a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en 1998, proceso que concluyó en 2006, con el 
primer tribunal internacional en reconocer que el derecho 
de acceso a la información pública es un derecho humano 
fundamental, protegido por el imperio de los tratados (lo 
que obliga a los países a respetarlo). 

Esto es consistente con el gran reconocimiento que el 
acceso a la información pública ha recibido desde hace 
cuatro décadas del derecho humano que lo sustenta: el de 
libertad de expresión. Además de su reconocimiento en la 
Declaración Universal de 1948, la Convención America-
na de 1969 garantiza que toda persona goza del derecho a 
la libertad de pensamiento y expresión, lo que compren-
de la libertad de buscar, recibir y difundir información e 
ideas de toda índole, de cualquier forma y bajo cualquier 
procedimiento (salvo apologías bélicas, o toda incitación 
al odio a grupos y forma de violencia). El criterio de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sido el 
de fusionar “difusión” a “expresión” (Sciocioli 2013), lo 
cual garantiza que se evite, al limitar la primera, vulnerar 
la segunda. Asimismo, prohíbe expresamente la censura 
previa (y toda restricción indirecta, como controles que 
interfieran la circulación de información e ideas), pero 
persisten las responsabilidades ulteriores (fijadas por ley, y 
concernientes a la reputación ajena, la seguridad nacional, 
orden, salud y moral pública). El derecho de expresión 
es uno de los más relevantes en la Convención4 y, como 
mencionamos más arriba, se subdivide en tres especies: el 
derecho de informar (esto es, la expresión pública de ideas 
y opiniones sin censura previa explícita o encubierta), el 
derecho a informarse (es decir, el libre acceso a fuentes de 
información) y el derecho a buscar información (lo que 
protege a quien investiga a través de los distintos medios 
concebidos de expresión, donde se comprende el derecho 
de acceso a la información pública). En esta última di-
mensión, nos encontramos en el marco de los derechos de 
libertad, que sustentan el espacio de autonomía personal 
y la libre decisión (CELS 2004).

Derechos humanos de las mujeres
e información gubernamental
Cuando se refiere a los derechos humanos de las mujeres, 
se alude a derechos que son parte inalienable e indivisible 
de los derechos humanos universales, y que están conte-
nidos en la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
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Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) de 
1979, la Convención Interamericana para Prevenir, San-
cionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belém 
do Pará) de 1994, junto con otros instrumentos inter-
nacionales (que esperamos avancen a futuro para que el 
reconocimiento como la exigibilidad resulte cada vez más 
efectivo y completo). En la segunda, se los especifica con 
el fin de ser reconocidos y garantizados en su goce, ejerci-
cio y protección: a) el derecho a que se respete su vida; b) 
a que se respete su integridad física, psíquica y moral; c) 
a la libertad y a la seguridad personales; d) a no ser some-
tida a torturas; e) a que se respete la dignidad inherente a 
su persona y que se proteja a su familia; f ) a la igualdad 
de protección ante la ley y de la ley; g) a un recurso sen-
cillo y célere ante tribunales competentes, que la ampare 
contra actos que violen sus derechos; h) a la libertad de 
asociación; i) a la libertad de profesar religión y creencias 
propias dentro de la ley y j) a tener igualdad de acceso a 
la función pública y a participar en los asuntos públicos, 
incluyendo la toma de decisiones. Esto abre una plétora 
de aspectos de la vida de las mujeres en la dimensión de 
la vida pública y política, de los cuidados de su salud, de 
su autonomía sexual y reproductiva. También las condi-
ciones y su nivel de vida, el derecho a no ser objeto de los 
diferentes tipos de violencia, a su integridad en situacio-
nes excepcionales (migraciones, desplazamientos y situa-
ciones de conflicto y crisis). Lo anterior presupone, desde 
ya, un acceso a la justicia competente y eficaz (Naciones 
Unidas 2014). 

Al poner en relación estos derechos inalienables con 
la información gubernamental, debemos hacer una acla-
ración. Líneas más arriba abordamos el derecho humano 
de acceso a la información, que, en términos del tipo de 
procedimiento con el que se lo instrumenta en la gestión 
pública, se denomina transparencia pasiva. El adjetivo 
describe el rol que asumirá el Estado en el proceso: sólo 
actuará si una persona o grupo requirente solicita a un 
sujeto obligado —una agencia estatal— una pieza de in-
formación, que le será provista en un plazo razonable y es-
tablecido en una regulación (o no, en cuyo caso interpon-
drá un recurso). En este último apartado, avanzaremos 
un tramo más, hacia el modo complementario de esta 
dinámica de gestión: la denominada transparencia activa, 
es decir, al rol estatal determinado por la acción sin que 
medie pedido, por lo que la información se disponibiliza 
por defecto. Esa información será aquella producida por 
el Estado y que describe la gestión y el funcionamiento 
societal, o bien por terceros (el Estado es, también, un 
demandante de información: solicita encuestas, informes 
a especialistas y centros de investigación y pensamiento, 
etc.). Este tipo de información permite ser utilizado tan-
to por la propia administración pública para mejorar sus 
políticas (permite tomar decisiones basadas en evidencia) 

5 Dejamos fuera de esta referencia información muy básica que hace a explicación sobre acceso a programas, políticas y servicios públicos, como son los medios 
de contacto y demás. No incluimos en estas líneas a esa información porque es instrumental: sólo permite acceder a un servicio público y se agota en este acto.

como también por la sociedad civil (organizada en asocia-
ciones de diferente tipo y la no organizada —individual o 
grupal con un fin ad hoc—), y las universidades y centros 
de estudio de todo tipo para investigación, elaboración 
de propuestas, y análisis fundados que les permitirán la 
promoción de derechos, el conocimiento de la situación 
al conjunto de la sociedad, entre otras cuestiones.

En la práctica, es posible que algunas de las políticas 
de transparencia activa ya implementadas efectivamente 
contribuyan (Lagarde 2007) al ejercicio de alguno de los 
derechos humanos de las mujeres arriba señalados (es es-
perable, es una de las funciones principales de la transpa-
rencia activa). Pero, o bien no son específicas, o bien no 
son profundas —muchas veces asumen un perfil instru-
mental5—, sin estar embarcadas en la plétora de derechos 
fundamentales. Por eso se requiere de una planificación 
específica, de un ordenar la transparencia hacia, y para 
hacerlo es necesario saber que hacer transparencia no es 
sólo publicar información, sino que es una herramienta 
con las que el Estado cuenta, desde que ha asumido ante 
su ciudadanía, y por el imperio de los tratados, de atender 
y garantizar derechos. Por eso es necesario destacar, por 
un lado, que se debe atender con celo todo el proceso. La 
publicación es sólo la última etapa, y no siempre la críti-
ca (es preciso que el Estado produzca, gestione y archive 
información. Y, si la tomare de otras fuentes, que osten-
te mecanismos para asegurar la calidad de ella). Por otro 
lado, y más aun tratándose de una agenda de derechos 
fundamentales, haga del proceso un conjunto de decisio-
nes integradas, consistentes y a la vez flexibles (que permi-
tan mejora a futuro), contenidas en una protocolización 
que aporte unidad, coherencia y solidez a todo el proceso. 
De esta manera, diferentes labores, con objetivos distintos 
y componentes disímiles (pero que todos se ordenan a 
un mismo fin) puedan hacer de la información un activo 
que sirva al ejercicio de otros derechos (y, más aún: tal vez 
permitan visibilizar vulneraciones que aún no divisamos, 
y darnos pistas para intervenir en otras que son usuales y 
persistentes, porque encontramos patrones y regularida-
des que iluminan procesos no vemos a diario, pero que 
la información recopilada, en suficiente magnitud, puede 
mostrar). El fin ya está sobre la mesa: cambiar de manera 
sustantiva la relación del Estado y la administración pú-
blica con las mujeres.
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Una mirada a la historia
Parece ser cierto y de ello hay evidencia que a lo largo de la 
historia la mirada masculina prevaleció sobre la femenina. 
La consecuencia directa que se desprende de esta afirma-
ción es que las miradas y las construcciones históricas es-
tén impregnadas de una visión patriarcal (Muxí Martínez 
2015). El presente artículo aborda la incorporación de las 
teorías y prácticas feministas sobre la ciudad y los espacios 
urbanos centrándonos en los aportes teóricos que recien-
temente se desarrollaron en este campo. Desde el feminis-
mo se han realizado valiosos aportes a diversas disciplinas, 
no quedan ajenas aquellas como la política, la geografía, la 
arquitectura, la sociología y el urbanismo, que impactan 
profundamente en nuevas formas de percibir, compren-
der, transitar y transformar las ciudades.

En los últimos años hemos presenciado una transfor-
mación creciente de las ciudades y de los espacios cotidia-
nos, como resultado de diversos fenómenos económicos, 
sociales, culturales y tecnológicos que impactaron de lle-
no en el modo de vivir la ciudad. “Las ciudades crecieron, 
se complejizaron y también se fragmentaron, expresando 
la segregación social y económica en el territorio urbano” 
(Falú 2009: 17). Es en este contexto en particular que en 
el ámbito latinoamericano los estudios con perspectiva de 
género se comienzan a instalar dando debates acerca de 
la problemática de las ciudades y el hábitat popular, la 
participación de las mujeres en las políticas públicas y en 
las luchas urbanas (Czytajlo 2007).

Ante la complejización de la realidad urbana las ca-
tegorías analíticas centradas solamente en términos de 
desigualdad económica se vuelven limitadas para pensar 
la realidad. Es así que se comienzan a tratar nuevas ca-
tegorías que definen a la desigualdad social en términos 
de género, etnia, edad que se suman, aportan y refuerzan 
a las primeras (Czytajlo 2007). En palabras de Montoya 
(2012: 107): “Es innegable que los estudios de género y 
la teoría feminista han aportado una nueva interpretación 
del mundo y la sociedad. Convirtieron en el centro de 
sus postulados el cuestionamiento a la subordinación de 
las mujeres como sustento de las relaciones sociales, para 
reinterpretar las lógicas androcéntricas en los conocimien-

tos de ciencias y disciplinas”.
El colectivo femenino dejó su huella en la construc-

ción de las ciudades. Mientras que en el siglo XX la cons-
trucción de las grandes urbes avanzaba en términos de 
prosperidad económica y mercantilización, surgían insti-
tuciones de mujeres que se ocupaban de los sectores rele-
gados, los que no eran parte de la agenda urbana. Mujeres 
como Octavia Hill (1838–1912) llevaron adelante tareas 
de mejoramiento de barrios. Su voz y pensamiento fue-
ron publicados en District Visiting. Ya para ese entonces 
mostraba preocupación por los vínculos y lazos que se ge-
neraban en las ciudades: “Nuestro ideal debe promover 
la feliz interrelación entre vecinos–conocimiento mutuo, 
ayuda mutua” (Octavia Hill, 1877, citada en Muxí Mar-
tínez 2015: 118).

Con el paso de los años y cada vez más empieza a au-
mentar el peso de esta voz femenina en las investigaciones 
de la ciudad. Los aportes de género cargados de humani-
dad, ecología y entendimiento, se vuelcan lentamente en 
las ciudades. Entender que las ciudades fueron lideradas 
y llevadas a cabo por la mirada hegemónica masculina se 
vuelve fundamental para poder comprender la necesidad 
y el aporte de la pluralidad de miradas de género. Pensar 
en que una ciudad que se planifica según las necesida-
des y la mirada de un sector de la población denota que 
sus acciones serán desde ese mismo punto de vista (Ortiz 
Guitart, 2007). 

La perspectiva de género intenta hacer de la ciudad 
un lugar más habitable (Ortiz 2007), reforzando la idea 
de crear ciudades “de colaboración y no de competencia” 
donde el eje esté puesto en la mirada del bien común y la 
ciudad como lugar de intercambio y crecimiento (Muxí 
Martínez 2015).

El goce del espacio público
Si bien es indudable el avance de las mujeres en los cam-
pos teóricos de la política, el urbanismo, la economía, la 
geografía y sociología, y aún más las reivindicaciones lle-
vadas adelante sobre la igualdad de género en todos los 
ámbitos tanto personales como laborales, aún “parece que 
no se han cuestionado con la misma convicción el dere-

Ciudades desde una mirada feminista
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cho a circular sin miedo por las calles y los espacios públi-
cos de la ciudad, a cualquier hora del día y la noche como 
lo hacen los hombres” (Ortiz Guitart 2009: 19).

En los últimos años, en la mayoría de los países lati-
noamericanos se ha registrado un incremento de la vio-
lencia urbana y de la “percepción” de inseguridad, factores 
que dificultan la “irrupción” plena de las mujeres en el 
espacio público (Falú 2009). Además, no podemos dejar 
de contemplar que las mujeres inmersas ya en un contexto 
de violencia e inseguridades sufren al avance creciente de 
la violencia de género que nos golpea por el solo hecho 
de ser mujer y que también denota en una restricción de 
ejercer libremente sus derechos.

Tal como expresa Falú (2009: 21), “las violencias que 
se ejercen en los espacios públicos sobre las mujeres ad-
quieren expresiones similares a las de aquellas que tienen 
lugar puertas adentro y que avasallan sus cuerpos; agre-
siones que curiosamente son catalogadas como ‘crímenes 
pasionales’”. El saldo que dejan estas situaciones contras-
tan en particular con el avance en el reconocimiento de 
los derechos de las mujeres del siglo XX. Lo que parece 
innegable entonces es que las relaciones de desigualdad 
entre hombres y mujeres se continúan viendo en todas 
las escalas territoriales: público-privado, ciudad-casa, en 
la política y en la vida social, lo que deriva en que los es-
pacios públicos mayoritarios sigan siendo principalmente 
masculinos (Falú 2009).

Reforzando esta idea, Reyes Sanchez (2015: 66) ex-
presa que “en el nivel simbólico, existe todo un discur-
so histórico que enfatiza en el peligro de que las mujeres 
estén en la calle. A nivel de acceso, la dicotomía públi-
co-privado ha coadyuvado a que se proyecten ciudades 
masculinizadas”. Lo que parece claro es que las mujeres y 
hombres de las urbes occidentales perciben, se relacionan 
y viven las ciudades de modos diferentes y esto impacta 
directamente en el uso que hacen cada uno de ellos en el 

espacio público.
Las vivencias y el uso del espacio público dependen en 

gran medida de la identidad de género y de ciertas varia-
bles identitarias tales como la edad, la etnia, la sexualidad, 
la clase, etc. Más allá de la diversidad y de la heterogenei-
dad de experiencias de la vida cotidiana llevadas adelante 
por el gran conjunto ciudadanos, las mujeres son las que 
experimentan en mayor medida la violencia urbana y este 
es quizás uno de los temores que más comparten, sea cual 
sea su identidad (Ortiz Guitart 2007).

Existen dos tipos de violencia: la que se percibe y la que 
se vive. “Las mujeres experimentan desde hostigamiento 
verbal, hasta acoso sexual y violación en plazas, parques, 
calles y transportes públicos, por lo que expresan sentir 
mayor temor que los hombres para transitar la ciudad” 
(Falú 2014: 28). Este miedo la limita en sus posibilidades 
de disfrutar de manera libre y segura el espacio público, 
recrearse, circular, trabajar, y de participar activamente en 
la comunidad a la que pertenece. Entonces resulta eviden-
te que las mujeres al tener que restringir ciertos itinerarios 
o autoexcluirse de ciertos lugares tienen coartada su liber-
tad de caminar y moverse por la ciudad. De lo que se trata 
es de un retorno a lo privado, entendiendo que negarse a 
la ciudad, a sus espacios, servicios públicos y a sus áreas de 
esparcimiento es negarse el ejercicio pleno de la ciudada-
nía” (Soto Villagrán, citada en Reyes Sanchez 2015: 66).

Es por eso que no podemos dejar de hacer foco en 
que las mujeres habitan, deambulan, participan y utilizan 
el espacio urbano —sea este una plaza, un estadio o las 
calles— de manera diferente a los varones. En efecto, las 
mujeres viven y experimentan la ciudad de un modo dife-
rente ya que circulan mayoritariamente a horas diferentes, 
por motivos diferentes y en medios de movilidad distin-
tos a los de los varones (Tobío y Henche, citado en Falú 
2009). Lo que parece importante resaltar es que en las 
ciudades son muy claros los patrones de desigualdad y ex-
clusión, y que repercuten en la vida cotidiana de las y los 
urbanitas. En palabras de Reyes Sanchez (2015: 65): “La 
división de género ha provocado segregación simbólica y 
física hacia las mujeres, mientras que los hombres cuentan 
con mayor libertad física y simbólica para hacer ciudad”. 

 
Conclusiones
Al indagar sobre la configuración y el uso del espacio 
público y urbano en el siglo XXI, realizando el abordaje 
desde la perspectiva de género e incorporando produccio-
nes teóricas feministas (de activismo, producción literaria 
y lucha social), se vislumbró que las características de la 
ciudad actual son un producto esta relación de desigual-
dad social que existió desde los orígenes de la revolución 
industrial y que se presenta como una carga histórica que 
pesa sobre nuestra cultura actual, donde aún está arrai-
gada aun la desigualdad de género. Esta relación se da 
en un marco de poder ejercido desde la separación de las 
tareas productivas y de cuidados donde el hombre realiza 

Foto de marcha #Niunamenos. 
Fuente: https://insta-stalker.com/tag/volvemosagritar/
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las primeras y las mujeres quedan subordinadas a las ta-
reas domésticas. Claramente, estas características tienen 
su correlato en el territorio e impactan significativamente 
en la organización de la ciudad actual. 

Con el paso de los años esta dinámica fue cambiando, 
el rol de la mujer hoy está muy lejos de ese rol de ama de 
casa sino que desarrolla una gran cantidad de tareas en 
la ciudad y esto se debe también gracias a que existe un 
gran activismo político y social por parte de organizacio-
nes sociales y colectivos de mujeres que luchan por sus 
derechos y que bogan por habitar y disfrutar el espacio 
público de igual forma que los hombres. A nivel guber-
namental, se trata de establecer una agenda urbana don-
de puedan confluir las tres dimensiones: espacio público, 
seguridad urbana y género; pensando a la ciudad como 
espacio transformador y contenedor de las diversidades 
de género como también de religión, etnia y clase para 

construir espacios más igualitarios y menos sexistas (Ortiz 
Guitart 2007).
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… al aproximarnos al fenómeno de la vejez, la pers-
pectiva de género resulta relevante, no solo como principio 
estructurador de toda la sociedad sino también porque el 

mundo del envejecimiento es y será principalmente femeni-
no en términos de longevidad y mayores esperanzas de vida 

(Osorio 2010). 

1. Introducción 
El cuidado se aborda desde diversas perspectivas como 
variable política y analítica para problematizar su pues-
ta en marcha entre diversos actores y relaciones de po-
der —Estado, mercado, familia, sociedad civil—. Y tiene 
una fuerte incidencia en el análisis de las desigualdades 
de género, clase y etnia. La modificación del concepto de 
familia tradicional y el ingreso masivo de las mujeres al 
mercado laboral público implicaron una modificación en 
la distribución social y sexual del trabajo al interior de 
los hogares. Pese a ello sigue pendiente una reasignación 
de roles para no sobrecargar a las mujeres de las familias. 
La doble, triple y múltiples presencias femeninas en los 
ámbitos productivos y reproductivos muestran signos del 
desarrollo de una revolución aún estancada, en la que las 
mujeres continúan siendo las principales responsables del 
cuidado. En este sentido es necesario analizar el rol del 
Estado y la manera en que éste fomenta (o no) diferentes 
regímenes de bienestar y políticas de cuidados1. 

En este artículo se buscará problematizar las acciones 
de asistencia hacia personas mayores en Argentina desde 
la perspectiva de género analizando los vacíos existentes. 

2. Sobre la vejez
¿Cuál es el panorama demográfico de las personas ma-
yores en Argentina? Hacia el año 2010, el porcentaje de 
personas de 65 años y más alcanzaba el 10 por ciento, 

1 Las políticas de cuidado abarcan aquellas acciones públicas referidas a la organización social y económica del trabajo destinado a garantizar el bienestar físico y 
emocional cotidiano de las personas con algún nivel de dependencia. CEPAL 2015, disponible en: https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/37726/1/
S1500041_es.pdf.
2 Algunos estudios toman como edad inferior para definir el envejecimiento los 60 años, mientras que los demógrafos consideran el límite inferior a partir de los 
65 años. Dado que la mayoría de las acciones públicas destinadas a personas mayores toma como edad mínima para el acceso a los programas la edad de 60 años, 
se asume este límite para la definición de la vejez.

mientras que, si se toma como referencia la edad de 60 
años y más, esta cifra aumenta a 14,3 por ciento2 según el 
Censo 2010. Las proyecciones de Naciones Unidas indi-
can que para el 2050 un cuarto de la población argentina 
tendrá 60 años o más (Amadasi y Tinoboras 2016). La 
población mayor no es homogénea en todo el país, exis-
ten jurisdicciones que, por sus características sociodemo-
gráficas, tienen poblaciones más envejecidas, como es el 
caso de la Ciudad de Buenos Aires, en la que se concentra 
la mayor cantidad de personas de 60 años y más de todo 
el país (22%) mientras que la Provincia de Buenos Aires 
mostraba un 14,9 por ciento de personas en esas edades 
(Findling y López 2015).

El proceso de envejecimiento presenta una serie de 
particularidades: en la base de la pirámide de población 
se observa una reducción en la cantidad de nacimientos 
y un ensanchamiento en la cúspide por el aumento de la 
esperanza de vida. Los mayores porcentajes de personas 
de 80 años y más (proceso de envejecimiento dentro del 
envejecimiento) pertenecen a una población altamente fe-
minizada. La esperanza de vida de las mujeres es seis años 
mayor que la de los hombres y esta diferencia se acentúa 
a medida que avanza la edad (INDEC 2015). Además 
de vivir más años, las mujeres sufren mayores morbili-
dades, tienden a residir en hogares unipersonales, pasan 
más tiempo en soledad, perciben menores ingresos por 
jubilación o pensión que los hombres y, en ocasiones, tie-
nen una mayor carga del trabajo de cuidado a nivel fa-
miliar (cuidado de cónyuges y/o de nietos). En relación 
a los apoyos se detecta que apenas un 19 por ciento de 
las personas mayores puede acceder a un servicio externo 
de cuidado, que presenta fuertes desigualdades entre los 
niveles de ingresos (Faur y Pereyra 2018).

En la mayoría de las sociedades occidentales se eviden-
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cia la tendencia a un alargamiento de la vida. Sin embargo 
para el análisis de las políticas sociales es necesario com-
prender las concepciones y valoraciones que éstas impri-
men a la vejez. 

La vejez debe entenderse en primer lugar como un fe-
nómeno social multidimensional —engloba variables de 
edad, género, clase, trayectoria individual—, y es inter-
pretada por numerosas corrientes de pensamiento tanto 
filosóficas como ontológicas que buscaron explicar las ca-
racterísticas del ser humano. 

Bourdieu (2002) comprende a las generaciones como 
una construcción social o una manipulación social de lo 
biológico. En este sentido, la vejez no es homogénea, varía 
y cambia y es compleja en su interior. Señala además que 
en las sociedades posindustriales sigue rigiendo una lógica 
productiva que separa a la población en activa e inactiva 
según edad o capacidad para el trabajo. 

En segundo lugar el envejecimiento, en tanto proce-
so histórico-social o individual, es dinámico, extrema-
damente heterogéneo y particularmente contextualizado 
(Tamer 2008). Cada sujeto, según el paradigma del curso 
de vida envejece de formas distintas en virtud de los años 
y los roles cumplidos (Mariluz 2017). En el campo de la 
gerontología crítica, y desde la perspectiva feminista, se 
cuestiona el orden social que condiciona la reproducción 
y las cargas morales, éticas y valorativas que recaen en las 
mujeres.

 
3. Sobre regímenes de bienestar, cuidados y género
Para analizar las políticas públicas de cuidado destinadas 
a personas mayores pueden delinearse dos vertientes: la 
primera se centra en la necesidad de ciertos grupos de 
población de ser cuidados con estrategias focalizadas y la 
implementación de programas puntuales, y la segunda 
considera la organización social de los cuidados como un 
asunto de intervención pública con la instrumentación 
de políticas más universales. Argentina se encuadra en la 
primera vertiente ya que carece de una política integral de 
cuidados y los programas destinados a personas mayores 
se abordan de manera parcial y fragmentada.

Según Esping-Andersen (1993) el bienestar de una 
sociedad depende de la combinación de las políticas so-
ciales, del mercado de trabajo, de la familia y de cómo 
estos factores se reparten el riesgo social analizado desde 
dimensiones de clase, de trayectoria vital e intergenera-
cional. Debe advertirse que este enfoque omite conside-
raciones culturales y axiológicas y una perspectiva de gé-
nero, ya que, tanto en los países mediterráneos europeos 
como en los latinoamericanos, queda implícito el trabajo 
gratuito de las mujeres para cuidar basado en un modelo 
familiarista con magras contribuciones públicas (Martín 
Palomo 2016). 

Martínez Franzoni (2007) considera que el bienes-
tar es la capacidad para el manejo colectivo de riesgos y 
que en América Latina los regímenes comparten ciertas 

similitudes: son mercados laborales ineficientes con polí-
ticas públicas débiles o inexistentes en los que el ámbito 
doméstico y el trabajo femenino desempeñan un papel 
central para la asignación de los recursos en la región. Se-
gún el papel del Estado y el grado de familiarización del 
manejo de riesgos, el tipo de régimen de bienestar impe-
rante en Argentina y Chile es el estatal-productivista. En 
Argentina las licencias de las mujeres trabajadoras relati-
vas al cuidado de niños y/o de familiares con dependencia 
son escasas y heterogéneas según diferentes organismos o 
empresas.

En aportes más recientes, Filgueira y Martínez Franzo-
ni (2019) proponen la noción de regímenes de cuidados 
para expresar las constelaciones de reglas, relaciones y pro-
visiones que se ponen en juego para analizar el bienestar y 
la asistencia en los Estados latinoamericanos. 

El cuidado y quien lo ejerce (para sí o para otros) re-
mite a un problema de ejercicio de derechos o de dismi-
nución de desigualdades como condición de una política 
pública (Pautassi 2007). La gestión del cuidado requiere 
organizar bienes, recursos, servicios y actividades que ha-
gan viable la alimentación, la salud, así como la estimula-
ción de procesos cognitivos y sociales de las personas que 
requieren asistencia, tareas que incluyen simultaneidad 
de roles y responsabilidades en espacios y ciclos difíciles 
de traducir en tiempo, intensidad o esfuerzo (Findling y 
López 2015). Analizar el cuidado tomando como punto 
de partida la condición humana vulnerable invita a re-
conocer la interdependencia de todos los seres humanos 
(Martín Palomo 2016).

Rohlfs et al. (2000) consideran que el género se consti-
tuye a través de las relaciones sociales, roles y expectativas 
ligados a las atribuciones femeninas y masculinas, que no 
son fijas y cambian según la cultura y a lo largo de la 
historia (Scott 1988). A medida que se puedan conocer 
mejor los determinantes biológicos y sociales, se podrá 
avanzar en la posibilidad de diseñar programas y políticas 
para mejorar la calidad de vida y eliminar las inequidades 
entre mujeres y hombres y que repercuten en la gestión 
de los cuidados. 

Sin dudas, la crisis del modelo de familia tradicional 
cuestiona las posibilidades de brindar cuidado y afec-
ta particularmente a las mujeres como sus proveedoras. 
Los procesos de individuación se manifiestan en la mayor 
selectividad y énfasis en la formación de las familias, lo 
que conduce, con frecuencia, a una configuración de las 
relaciones menos consistente que en el pasado y afectan la 
solidaridad intergeneracional. La noción de desfamiliari-
zación alude a eximir en algún grado, la responsabilidad 
del cuidado como exclusivo compromiso privado y feme-
nino (Martinez Franzoni 2007).

Las políticas de cuidado para personas mayores en 
Argentina demuestran fuertes inequidades sociales y de 
género y cierta desresponsabilización del Estado. Existen 
varias instituciones públicas dedicadas al cuidado de adul-
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tos mayores. A nivel nacional, se pueden citar, entre otras, 
ANSeS, PAMI, la Dirección Nacional de Políticas para 
Adultos Mayores (DINAPAM) y el Consejo Federal de 
Adultos Mayores. Al analizar los objetivos de cada orga-
nismo no se vislumbran estrategias específicas dirigidas a 
las mujeres mayores y la implementación de programas a 
nivel local y provincial es sumamente heterogénea.

El país ha hecho avances en la formación de cuidado-
res domiciliarios a nivel nacional, provincial y local, as-
pecto a destacar para la asistencia de personas en situación 
de dependencia. Pese a que hay más de 50.000 cuidado-
res/as capacitados, aún no es precisa la reglamentación de 
sus tareas y es escasa la articulación entre la oferta y la 
demanda aunque se disponga de un padrón de cuidadores 
formados.

La posibilidad de acceder a algunos de los programas 
para mejorar la calidad de vida de las personas mayores 
que organizan las instituciones públicas son parciales, 
muy heterogéneas entre provincias y municipios y no se 
difunden adecuadamente (Findling y López 2015).

Recientemente se han creado en la agenda pública dos 
instancias en torno al tema de los cuidados: a) la Direc-
ción Nacional de Políticas de Cuidados del Ministerio de 
las Mujeres, Géneros y Diversidad cuyo objetivo es lograr 
una redistribución más justa de las tareas de cuidado, y se 
propone la elaboración de un Mapa Federal de los Cuida-
dos con el apoyo de la CEPAL y, b) la Dirección Nacio-
nal de Cuidados Integrales de la Secretaria de Economía 
Popular del Ministerio de Desarrollo Social que intenta, 
entre otros objetivos, profesionalizar y acreditar saberes a 
partir de la Diplomatura de Cuidados de Personas Ma-
yores. 

4. A modo de final
En los sistemas de protección y cuidados a la vejez, muy 
pocos países de América Latina han implementado una 
cobertura de largo plazo para apoyos y cuidados de perso-
nas mayores con problemas de salud ya que aún se consi-
dera que las familias son las responsables de los costos de 
la dependencia. Y son las mujeres de esas familias las que 
deben hacerse cargo de la asistencia. 

En lo que se refiere a la legislación sobre personas ma-
yores, en Argentina hubo avances en la promoción de 
derechos y en remarcar el concepto del envejecimiento 
activo. De todas maneras carece de una visión holista y se 
detectan fuertes brechas entre las normativas y la aplica-
ción de las leyes. 

La edad y el sexo, constituyen mediadores sociocul-
turales, históricos, económicos y de género que ayudan 
a comprender el sentido que los individuos, de un mis-
mo contexto, le otorgan a sus experiencias de vida. Y se 
evidencian desigualdades que repercuten negativamente 
en las mujeres tanto como proveedoras y receptoras de 
cuidados.

Son ellas las que ejercen un rol protagónico en la orga-

nización, provisión y supervisión del cuidado a familiares 
dependientes. Y las desigualdades se hacen también noto-
rias en la asistencia, ya que las mujeres de sectores medios 
cuentan con la posibilidad de delegar algunos aspectos del 
cuidado en ayudas remuneradas a cargo de congéneres de 
menores recursos.

En un país signado por un fuerte endeudamiento 
externo, baja productividad y elevado nivel de pobreza, 
la noción de cuidado integral para las personas mayores 
con perspectiva de género está aún poco instalada. Si bien 
constituye un avance que la esfera pública comience a 
incorporar el cuidado como preocupación estatal, habría 
que analizar si, en su futura implementación, tendrá po-
sibilidades de crear políticas tendientes a un sistema de 
cuidados que supere las desigualdades persistentes de las 
mujeres mayores y de sus familias.
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Introducción
El impacto financiero global producto de la propagación 
del COVID-19 resulta un desafío sin precedentes para 
todos los gobiernos. En particular, en la Argentina esta 
situación se encuentra agravada por la crisis económica 
preexistente, donde en 2019 el PBI acumuló una caída 
del 2,1%; y por la pobreza estructural, que impacta en 
el 35,4% de la población, según la última medición del 
INDEC (2020). A su vez y mientras se desarrolla la pan-
demia, el país está atravesando la renegociación de la deu-
da externa, que fue declarada “insostenible” por el propio 
Fondo Monetario Internacional y que, acorde al mismo 
instituto, escala al 91,6% del PBI.

En este contexto, reflexionar acerca de las estrategias 
para la reactivación productiva conduce a indagar sobre el 
impacto de la crisis, ¿quiénes han sido los más desfavore-
cidos? ¿Cuál es el grupo sobre el que más ha impactado? 
La respuesta se escribe en femenino, han sido las muje-
res. La feminización de la pobreza es un hecho (PNUD 
1997, CEPAL 2019, Chant 2003, Muñoz Cabrera 2011) 
y sin embargo con frecuencia las personas responsables 
del diseño e implementación de políticas públicas pare-
cieran olvidarlo. El sociólogo Boaventura de Sousa Santos 
(2018) desarrolla el concepto “globalización contrahege-
mónica” para referir a la posibilidad de que las víctimas 
de la globalización tomen sus tecnologías al servicio de 
su propia emancipación. A partir de esta posición teórica, 
¿es posible que Argentina, desde una posición subalterna 
y condicionada por el capitalismo financiero internacio-
nal, pueda salir de la crisis generando trabajo para las más 
desfavorecidas?

El siguiente trabajo procura responder a esta pregunta 
articulando, por un lado, tres consideraciones teóricas: in-
terseccionalidad, la genereización de las políticas públicas 
1 Aun cuando no es objeto de este trabajo, las autoras consideran que también es fundamental promover la inclusión de personas trans y, sobre todo, reducir los niveles 
de discriminación a la hora de contratar personas por su orientación sexual. 
2 Véase más sobre la composición según sexo de los deciles de ingresos totales individuales para comprender la feminización de la pobreza en Moure, Sherpa y Shokida (2020). 
3 Si bien las medidas de corte fiscal permiten corregir distorsiones y promover incentivos económicos, éstas tienen un impacto limitado si no son acompañadas de otras que 
cambien los patrones culturales, ya que los comportamientos de las personas no están guiados por la racionalidad económica per se. Desde el feminismo y la sociología de 
las emociones se ha criticado a los modelos académicos y al pensamiento occidental en general por ignorar el rol de las emociones en la vida social y política. Véase Jasper 
(2013) y Poma y Gravante (2017).

y la transversalización del enfoque de género y, por otro, 
describiendo un conjunto de experiencias en clave de 
políticas públicas que podría implementar la República 
Argentina para diseñar una reactivación productiva con 
perspectiva de género.

En primer lugar, el paradigma interseccional desde la 
perspectiva de género supone el entrelazamiento de ca-
tegorías diversas e históricamente segregadas (Crenshaw 
1995). A su vez, desde este prisma se considera que las po-
líticas públicas están genereizadas, es decir, que sus con-
tenidos, objetivos y métodos de trabajo están imbuidos 
de concepciones sobre el valor relativo de lo masculino y 
lo femenino, así como de creencias sobre los comporta-
mientos normativamente deseables para varones y muje-
res (Rodríguez Gustá 2008). Por último, la transversaliza-
ción del enfoque de género hace referencia a la promoción 
de la igualdad a través de la integración sistémica de esta 
perspectiva en todos los ámbitos de acción del Estado 
(Rees 2005) y, por lo tanto, procura que las políticas de 
género no emanen únicamente de una dependencia parti-
cular de la burocracia estatal, sino que estén presentes en 
toda la hechura de lo público.

Para desarrollar una reactivación productiva de carác-
ter inclusivo es indispensable promover la incorporación 
de más mujeres1 al mercado laboral porque contribuirá 
a: (i) reducir los niveles de pobreza2 y (ii) promover una 
sociedad más justa e igualitaria para todas las personas. 
En esta línea, existen al menos dos variantes de políticas 
públicas que pueden ser implementadas en pos de lograr 
este objetivo: un primer conjunto, de corte fiscal, que per-
mitirían generar incentivos individuales y reducir estereo-
tipos sexistas en los tipos de tributación existentes. Y otro 
grupo de medidas, que apuntan a modificar los patrones 
culturales de crianza y cuidado3. Cabe señalar que los 

¿Las mujeres entran por la ventana? 
La reactivación económica argentina post pandemia

>> Mailén García 
Socióloga (UNMdP) y Magíster en Derechos Humanos y Democratización en América Latina y el Caribe (UNSaM).

>> Carolina Glasserman Apicella 
Politóloga (UBA) y maestranda en Género, Sociedad y Políticas (FLACSO).

339



LO QUE VENDRÁ (        )

ejemplos que aquí se presentan han sido elegidos por su 
plausibilidad de ser aplicados en la República Argentina, 
pero de ninguna manera agotan la diversidad de medidas 
globales tomadas sobre la temática.

Incentivos fiscales
Dentro del primer grupo se encuentran las políticas de 
incentivos fiscales. Se trata de un conjunto de políticas 
que permiten corregir distorsiones y promover incenti-
vos económicos que pueden determinar, dependiendo 
de cómo se articulen, el comportamiento de las personas 
(Díaz Calvarro 2017). Según la clasificación propuesta 
por Rodríguez Enríquez (2008: 22), es posible distinguir 
los sesgos de género en la tributación entre directos e in-
directos, siendo los primeros divisibles entre explícitos e 
implícitos. Los sesgos de género explícitos se manifiestan 
principalmente en el “tratamiento diferencial para varo-
nes y mujeres respecto a las exenciones y deducciones que 
se permiten para la determinación del ingreso imponible, 
así como en el tratamiento de los ingresos conjuntos del 
hogar”, y todavía persisten en algunas legislaciones que 
determinan la tributación sobre los ingresos personales. 
Los sesgos implícitos en los sistemas tributarios se pro-
ducen por dos situaciones. En primer lugar, en el caso de 
que la tributación sobre los ingresos personales se realice 
en base a los ingresos colectivos del hogar y no a título de 
cada persona individualmente. En segundo lugar cuando 
existen estructuras impositivas fragmentadas que impo-
nen condiciones diferenciales para los ingresos provenien-
tes de diferentes fuentes (Rodríguez Enríquez 2008).

En un trabajo por corregir estas distorsiones, Canadá, 
por ejemplo, redujo la presión tributaria sobre quienes 
perciben ingresos secundarios y ello contribuyó en gran 
medida a que la tasa de participación de las mujeres ca-
nadienses en la fuerza laboral aumentara entre 1995 y 
2001 (Tsounta 2006). Se trata de una política que indi-
rectamente promueve la participación de las mujeres en el 
mercado de trabajo porque son éstas las que perciben, en 
la mayoría de los casos, ingresos menores a sus maridos y, 
por ende, secundarios en el hogar.

Los impuestos indirectos que discriminan por géne-
ro son más difíciles de percibir, menos evidentes y en 
general pueden evaluarse de una manera menos directa 
(Rodríguez Enríquez 2008). Un ejemplo es el “impuesto 
rosa”, denominación que hace referencia al mayor costo 
que tienen algunos productos en su versión femenina4. 
Otro ejemplo es el “impuesto menstruación”, ya que los 
productos de gestión menstrual suelen estar gravados con 
el Impuesto al Valor Agregado (IVA) y sólo los consumen 
4 En un informe publicado por el Centro de Economía Política Argentina, se evidencia por ejemplo el caso de los yogures. La versión descremada de una marca, 
que orienta su comunicación principalmente a las mujeres, tiene un precio un 41% más elevado que otra marca que vende el producto en una versión masculina/
genérica. Véase el Informe completo en https://centrocepa.com.ar/informes/151-mujeres-argentinas-entre-la-organizacion-por-la-conquista-de-derechos-y-la-pro-
fundizacion-de-las-inequidades-economicas.htm
5 En la Argentina, los productos de gestión menstrual tienen un 21% de gravamen de IVA. 
6 En la actualidad existe un proyecto de ley que goza de estado parlamentario en el Congreso de la Nación, que busca incorporar el principio de igualdad de género 
en los precios de los bienes de consumo masivo (Expte. 0761-D-2020). A su vez, existe el antecedente de otro proyecto que intentó eliminar la diferencia en los 
precios de productos por motivo de género, específicamente eliminando el IVA de los bienes de contención menstrual (Expte. 0911-S-2018). 

personas con capacidad de gestar5. 
Las medidas de impacto fiscal que pueden corregir dis-

torsiones en precios o impuestos tienen la capacidad po-
tencial de cambiar algunos comportamientos humanos e 
involucrar al sector privado en la puja por un sistema más 
equitativo. Además, son medidas que el Estado argenti-
no podría implementar y que, incluso, ya existen algunas 
propuestas6. 

Sin embargo, para que las medidas puedan tener el 
impacto deseado y en pos de promover una transforma-
ción sustantiva las estructuras de cuidado también deben 
modificarse. Por ello, en los próximos apartados se desa-
rrollan propuestas que de políticas públicas que promue-
ven nuevos patrones de cuidado y crianza. 

Licencias por nacimiento 
Dentro del segundo conjunto de políticas se propone la 
modificación del sistema de licencias por nacimiento para 
alentar el cambio de paradigma en la crianza y los cui-
dados. En un documento reciente, la oficina de ONU 
Mujeres resalta este eje como unas de las estrategias para 
avanzar hacia el empoderamiento económico de las mu-
jeres (2017). Las licencias por paternidad deben ser ex-
tendidas e igualadas a las de las mujeres para que efectiva-
mente los padres puedan gozar y participar de la crianza 
de sus hijos e hijas y las mujeres no estén en una situación 
de desventaja en el mercado laboral. Además, la brecha 
entre licencias para madres y padres recientes abona a la 
mistificación de la maternidad (Mizrahi 2011), proceso 
que refuerza y enfatiza estereotipos de género tradiciona-
les.

Algunas experiencias globales arrojan resultados alen-
tadores. En Suecia, por ejemplo, una política generosa y 
flexible de licencias parentales, con una alta tasa de co-
bertura de servicios de guardería, garantía de empleo y 
posibilidad de un horario de trabajo reducido, impacta 
positivamente en la alta tasa de participación femenina 
en el mercado de trabajo, con una brecha entre hombres 
y mujeres de tan solo 6 por ciento (Fabrizio et al. 2013).

Otro ejemplo es el de los Países Bajos, donde el au-
mento de la participación femenina en el mercado laboral 
de alrededor de 35 por ciento en 1980 a más de 80 por 
ciento en 2008 puede comprenderse a partir de, entre 
otras medidas, las licencias parentales bien remuneradas 
(Fabrizio et al. 2013).

Plan nacional de cuidados
Como segundo punto y dentro de las políticas que buscan 
modificar los patrones tradicionales de la crianza, se con-
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sidera la posibilidad de desarrollar un Plan Nacional de 
Cuidados que reconozca y garantice un sistema de cuida-
dores y cuidadoras para infantes y personas mayores. Este 
sistema permitiría generar nuevos trabajos y potenciaría 
la posibilidad de que más mujeres puedan insertarse labo-
ralmente, teniendo en cuenta que, como apuntan Blotta 
et al. (2020), el valor anual de las tareas de cuidado —no 
remuneradas— realizadas por las mujeres alcanza un 125 
por ciento del PBI de la industria manufacturera argen-
tina. A excepción de Uruguay, los gobiernos de la región 
han tendido a asumir que la responsabilidad del cuida-
do es propia de la esfera privada, y que la política pú-
blica es simplemente un complemento (Pautassi 2007). 
Como consecuencia de esta concepción existe una serie 
de políticas sociales focalizadas, principalmente de trans-
ferencia condicionada de ingresos, y universales, como la 
Asignación Universal por Hijo y Embarazo en Argentina, 
el Bolsa Familia en Brasil o el bono Azurduy en Bolivia, 
cuyas principales beneficiarias son las mujeres, quienes 
disponen de una suma fija de ingresos mensuales por hijo 
para gastos vinculados a la crianza, pero que continúan 
reproduciendo estereotipos de género y no contemplan el 
conflicto entre trabajo y actividades domésticas7.

La experiencia uruguaya es el ejemplo que evidencia 
que una política de estas características puede desarro-
llarse. Desde 2016 el país vecino implementa el Sistema 
Nacional de Cuidados8 que busca ofrecer una respuesta 
del Estado a la sobrecarga de estas tareas en manos de 
las mujeres. Su diseño incluye tres dimensiones principa-
les: la provisión de cuidado para niños y niñas menores 
de 3 años, servicios de cuidado para personas mayores y 
personas con discapacidades, que incluyen: asistencia per-
sonal, cuidado de día y residencias de larga estancia, y la 
profesionalización del trabajo de cuidado remunerado a 
través de actividades de capacitación, así como también la 
certificación de las competencias laborales y la validación 
de formaciones previas (Fabrizio et al. 2013).

Otro ejemplo en este sentido es el del Reino Unido, 
que también ha desarrollado políticas para promover un 
sistema de cuidados, aunque este es de carácter privado. 
A través de un sistema de créditos subsidiados y trans-
ferencia de conocimiento se promueve la actividad para 
aquellas personas que quieran tener negocios vinculados 
al cuidado. Esta política se enmarca en un plan que se 
viene desarrollando en el que contempla también mayo-
res controles para garantizar el pago igualitario en el sec-
tor privado y promover la participación de mujeres en las 
juntas directivas9.

No todo es color de rosa: los problemas
¿Es posible conocer los motivos por los cuales hasta aho-
ra la cuestión de la inserción laboral de las mujeres y las 
7 Véase para el caso argentino Anzorena (2013), Logiudice (2011), Neffa (2010), Danani y Hinze (2010). 
8 Para conocer más sobre el Sistema Nacional de Cuidados uruguayo véase https://www.gub.uy/sistema-cuidados/.
9 Para conocer más sobre las políticas de promoción de la igualdad del gobierno británico, se sugiere https://www.gov.uk/government/publications/2010-to-2015-go-
vernment-policy-equality/2010-to-2015-government-policy-equality.

tareas de cuidado no han sido tematizadas en la agenda 
pública? El interaccionismo simbólico es una de las es-
cuelas de sociología que ha estudiado y definido los pro-
blemas sociales. Para esta corriente, los problemas socia-
les son producto de un proceso de definición colectiva. 
Blumer (1971: 300) argumentaba que “los problemas so-
ciales existen primariamente por los términos en los que 
son concebidos y definidos en la sociedad”. Es decir que 
aquello que no es problematizado como tal no es un pro-
blema social. En una línea similar, pero desde la ciencia 
política, Oszlak y O’Donnell (1982: 564) sostienen que 
“sólo algunas cosas son ‘problematizadas’, en el sentido de 
que ciertas clases, fracciones de clase, organizaciones, gru-
pos o incluso individuos estratégicamente situados, creen 
que puede y debe hacerse ‘algo’ a su respecto y están en 
condiciones de promover su incorporación a la agenda de 
problemas vigentes”. En definitiva, una “cuestión social-
mente problematizada” es aquella que se encuentra efecti-
vamente en la agenda política y existe un sector con poder 
para impulsar su resolución. Si bien el Estado puede o 
no haber promovido el tema, toma indefectiblemente una 
posición, denominada por los autores como “política esta-
tal” (Oszlak y O’Donnell, 1982: 565).

De modo que, se podría argumentar que la inexisten-
cia de ámbitos de discusión pública sobre la temática y 
los escasos proyectos de ley presentados hasta el momen-
to, muestran que la incorporación de mujeres al mercado 
laboral no es una cuestión socialmente problematizada. 
La pregunta que surge ahora es ¿por qué este tema no 
está en agenda? Rita Segato (2016: 20) apunta que “... 
el Estado muestra su ADN masculino, pues resulta de la 
transformación de un espacio particular de los hombres y 
su tarea específica (...) en una esfera englobante de toda la 
realidad y secuestradora de todo lo que se pretende dota-
do de politicidad”. La autora enfatiza esta noción al afir-
mar que el Estado es “oriundo de la genealogía patriarcal” 
(Segato 2016: 24). Entonces, ¿es posible considerar que 
la sobrecarga en las tareas de cuidado, el desempleo y el 
subempleo femenino no resulten problemas a resolver por 
el Estado por su condición intrínsecamente patriarcal? Y 
si así lo fuera ¿es posible que el contexto actual causado 
por el COVID-19 genere una ventana de oportunidad?

 El concepto de ventana de oportunidad fue defini-
do por Kingdon (1984) como una oportunidad favora-
ble que permite colocar un tema en la agenda pública y 
proponer una solución. Se trata de un proceso rápido y 
dinámico, es decir que las ventanas se abren y se cierran 
constantemente y los actores deben estar atentos e inten-
tarlo. De hecho, no todos los problemas logran captar la 
atención gubernamental y despertar su iniciativa. 

En este sentido, se considera que la excepcionalidad 
generada por el COVID-19, que irrumpe en el marco de 
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la crisis económica preexistente, en conjunción con un 
gobierno nacional que está demostrando voluntad polí-
tica para avanzar hacia una igualdad sustantiva10, pueden 
constituir una ventana de oportunidad para impulsar 
nuevos programas y políticas públicas como los que en 
este trabajo se han desarrollado. 

Conclusión
En el inicio del artículo se planteaba si Argentina po-

dría salir de la crisis generando trabajo para las mujeres 
como una respuesta subalterna, como una estrategia que 
utiliza las mismas herramientas de la opresión. Y a lo largo 
del desarrollo se ha argumentado en favor de esto, a partir 
del diseño e implementación de políticas públicas que in-
centiven la empleabilidad de las mujeres. 

Sin embargo, desde las teorías feministas surge una 
consideración: las respuestas se inscriben en la capacidad 
estatal y, por tanto, “... ofrece(n) un remedio para los ma-
les que [el Estado] mismo ha producido, devuelve con 
una mano y de forma decaída lo que ya ha retirado con 
la otra…” (Segato 2016: 24). En este complejo punto, 
las autoras consideramos que, si bien la posibilidad de so-
lución desde la estatalidad conlleva la trampa de revertir 
lo que la estructura misma ha causado pues el Estado es 
oriundo de la genealogía patriarcal, urge la necesidad de 
comenzar a buscar respuestas dentro del sistema vigente 
para reducir la desigualdad. En esta línea, Nancy Fraser 
(2003: 20, traducción propia) apunta que “... la justicia 
de género requiere transformar la economía para eliminar 
su estructuración de género”, aboliendo tanto la división 
de género entre el trabajo remunerado y no remunerado 
como las divisiones de género dentro del empleo remu-
nerado.

En este sentido, se observa en la situación de excepcio-
nalidad creada por el COVID-19 una ventana de opor-
tunidad para introducir en la agenda pública la discusión 
que permita diseñar e implementar políticas públicas que 
piensen integralmente la reactivación económica. En este 
sentido, promover en forma activa el aumento de la par-
ticipación de las mujeres en el mercado laboral permitiría 
no solo reducir las tasas de pobreza y desempleo, sino, 
fundamentalmente, avanzar hacia la justicia de género. 
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Las madres fundadoras
Las relaciones internacionales (RRII) se instalaron a co-
mienzos del siglo XX como una disciplina eminentemen-
te masculina en tres sentidos diversos, pero íntimamente 
conectados.

En primer lugar, quienes dieron forma a la disciplina 
y se constituyeron como sus principales referentes fue-
ron hombres. Los aportes de Hans Morgenthau, Ken-
neth Waltz, Raymond Aron, Andrew Moravcsik, Robert 
Keohane, Joseph Nye, Stephen Krasner, Robert Gilpin, 
Robert Cox, Alexander Wendt o Immanuel Wallerstein, 
por mencionar algunos autores, son insoslayables en los 
programas de los cursos iniciales de RRII en todo el mun-
do. Sin embargo, los trabajos de las mujeres que integra-
ron (si es que lo hicieron) sus grupos de investigación son 
muchas veces desconocidos, incluso cuando realizaron 
importantes aportes al desarrollo de las teorías más reco-
nocidas de estos autores.

En segundo lugar, la formación académica de las mu-
jeres también fue un campo difícil. Las primeras mujeres 
ingresaron tardíamente en los programas de posgrado de 
la disciplina y, como mencionamos en el punto anterior, 
sus trabajos fueron muchas veces visibilizados años des-
pués de ser elaborados (si es que alguna vez fueron aten-
didos). 

Por último, la gramática de la disciplina se construyó 
desde el androcentrismo: las preguntas que se plantearon 
desde las RRII fueron instaladas por los hombres y su par-
ticular visión del mundo, atravesada por sesgos de género, 
de clase, de raza, de posición geopolítica, entre muchos 
otros posibles. La imagen de la disciplina, así, es de hom-
bres, blancos y con una posición de clase acomodada. 
Las respuestas que se ofrecieron a esas preguntas también 
respondieron a estas preocupaciones y visiones sesgadas. 
Además, las temáticas y metodologías fueron otra barrera 
para las mujeres que, aún en estas condiciones, participa-
ban y lograban erigir algo de protagonismo para disputar 
la gramática y el campo académico. En efecto, hay una 
implícita división de tareas por las que los hombres de 

las RRII se dedican a temas “más duros” y de “alta políti-
ca”, como la seguridad y la política exterior mientras que 
las mujeres “atienden” problemáticas “más suaves” como 
construcción institucional o comercio. De la misma for-
ma, se vincula a los hombres a la utilización de metodo-
logías cuantitativas mientras a las mujeres, las cualitativas.

Los esfuerzos por desafiar la masculinización de la dis-
ciplina en estos tres sentidos se articularon alrededor de 
una pregunta sencilla pero sumamente potente. ¿Dónde 
están las mujeres?

Esta pregunta fue explicitada por Cynthia Enloe en su 
libro “Bananas, Beaches and Bases: Making feminist sense 
of International Politics”, publicado por primera vez en 
1989. Con este libro (tanto con su contenido como con el 
proceso que la llevó hasta su lanzamiento) Enloe desafía a 
la disciplina en los tres sentidos antes mencionados.

Enloe es una de las primeras mujeres en formarse aca-
démicamente en RRII: obtuvo su doctorado en la Uni-
versidad de California (Berkley) en la década de 1960. 
Sus primeros trabajos se enfocaron en cuestiones ligadas 
al militarismo sin incluir ningún tipo de reflexión desde el 
feminismo. Las preguntas desde esta mirada surgirán más 
adelante, a partir de su experiencia como docente en Esta-
dos Unidos durante la guerra de Vietnam. Es allí cuando 
se pregunta qué pasaría si miráramos las cuestiones de la 
política internacional (en este caso, la guerra) desde los 
ojos de las mujeres, pregunta que no abandonará nunca 
en su trayectoria (Lacey y Gregory 2015).

Ese libro —su primera obra dedicada a estas cuestio-
nes, que no ha sido traducido al español, lo que explica 
su poca circulación en las redes académicas hispanopar-
lantes— es uno de los pioneros en proponer una visión 
alternativa de las RRII desde una mirada de género, in-
augurando un nuevo conjunto de estudios. Tanto, que su 
libro se ha convertido en un clásico insoslayable. 

El trabajo de Enloe pone el foco en el lugar que ocu-
pan y el rol que desempeñan las mujeres en procesos que 
tienen lugar en el ámbito internacional y en los que, hasta 
el momento, no se había reparado en su participación. 

Feminismos y/en las Relaciones Internacionales: 
¿dónde están las mujeres hoy?

>> Leticia González
Politóloga (UBA), Magister en Estudios Latinoamericanos (UNSAM). Investigadora y docente en UBA.

>> Daniela Perrotta
Politóloga (UBA) Magister y Doctora en Ciencias Sociales (FLACSO). Investigadora Conicet. Docente en UBA.
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Pero, sobre todo, propone una nueva gramática para la 
disciplina, que complementa las preguntas clásicas de las 
RRII con un nuevo set de interrogantes que se formulan 
desde la mirada de las mujeres. Su estudio apunta a las 
preocupaciones clásicas de las RRII (la guerra, la paz, la 
seguridad) pero sus inquietudes muestran una nueva pers-
pectiva. Desafía la masculinización del campo, desde los 
temas considerados “propios de hombres”, con una pers-
pectiva propia. Así, la mujer mira a la mujer dando cuenta 
de la importancia en el ámbito internacional de un sujeto 
que nunca había sido tomado en cuenta (Internacionales 
2014, Sylvester 2014).

La línea abierta por Enloe en 1989 es reafirmada en 
la obra de Ann Tickner, quien también plantea este triple 
desafío desde su trayectoria académica y desde su trabajo 
en la disciplina.

La formación de Tickner en RRII también está marca-
da por las visiones masculinas que moldearon la disciplina. 
Sin embargo, su formación como investigadora fue poste-
rior a la de Enloe, en tanto culminó su doctorado recién 
a mediados de la década de 1980, una vez que sus hijas 
se hicieron mayores (Sylvester 2014). Al igual que ocurre 
con Enloe, su primera obra reconocida (su tesis doctoral) 
también carece de la mirada feminista. Sin embargo, su 
segunda obra: El género en las relaciones internacionales 
(1992) introduce esta mirada de forma contundente.

La obra de Tickner busca, sin duda, pensar a las muje-
res en las cuestiones que aborda la disciplina. Desde esta 
perspectiva, nos invita a reflexionar qué elementos de la 
política internacional se podrían observar si miramos des-
de el punto de vista de aquellas que no tienen poder. Sin 
embargo, también va un poco más allá, buscando develar 
el lugar de las mujeres como constructoras de la discipli-
na, como académicas que navegan en un espacio jerárqui-
co que no las toma en cuenta, en tanto las preguntas que 
construyen se sostienen desde visiones que no parten de 
los mismos sesgos de género (aunque, seguramente, están 
atravesadas por otros sesgos). En este marco se ubica el 
conocido debate entre Tickner y Keohane, que se refleja 
en el artículo de la autora “You Just Don’t Understand” de 
1998 y en el de Keohane, “Beyond Dichotomy” (Keoha-
ne 1998, Tickner 1997).

Así, la propuesta de Tickner no parte sólo de un plan-
teo teórico, sino que propone también una innovación 
metodológica, desafiando al positivismo que prima en los 
estudios del área. De esta manera, subraya que los enfo-
ques feministas no tratan de incluir a las mujeres como 
una variable en los estudios tradicionales, sino que buscan 
aproximarse a los problemas desde un nuevo prisma y con 
nuevas herramientas.

Aportes desde la subalternidad
Avanzada la década de 1990, estos aportes desde dentro 
de la disciplina se complementaron con aportes realizados 
por otras autoras que hablaron desde fuera de la discipli-

na, pero llevaron a replanteos centrales para las RRII. En-
tre ellos, se destacan los aportes de los feminismos negros 
(Collins 2000, Hooks 1989), los feminismos poscolonia-
les (Chakravorty Spivak 2003, Mohanty, Russo y Torres 
1991), el feminismo autónomo, los feminismos descolo-
niales, los feminismos indígenas o el feminismo comuni-
tario, entre otros (Villarroel Peña 2018). Si bien cada uno 
de estos enfoques tiene sus particularidades, todos ellos 
tienen en común una serie de elementos que nos habilitan 
a pensar las RRII desde nuevas perspectivas. Entre estos 
elementos, destacamos tres.

En primer lugar, estos enfoques denuncian o develan 
los sesgos que atraviesan no sólo a las disciplinas —en este 
caso a las RRII— desde su conformación, sino también 
los sesgos con los que cargan las autoras feministas. Entre 
ellos se pueden mencionar los sesgos de raza o los que 
parten de la posición geopolítica de los países desde los 
que escriben.

En segundo lugar, estas aproximaciones contribuyen 
a repensar el concepto de poder y las luchas de poder, 
dos elementos que constituyen el centro de los debates de 
las RRII (Vázquez 2012). Desde estas perspectivas, como 
señalan Roberts (2017) y Peterson y Runyan (2014), se 
considera que las RRII deberían contribuir a la identifica-
ción y la explicación de las estratificaciones sociales y de 
la desigualdad que se genera en el ámbito de las relaciones 
globales. Ello implica una visión más amplia y compleja 
sobre qué significa el poder y sobre los ámbitos en los que 
opera.

Por último, estas aproximaciones feministas buscan 
poner de relieve las diferentes formas de opresión que 
existen y cómo ellas se intersectan, dialogan y atraviesan 
a las personas, en el marco de las múltiples jerarquías que 
tienen lugar en el orden global (Internacionales 2014).

Desde el particular lugar que ocupamos en el orden 
mundial y en la disciplina como investigadoras, docentes, 
mujeres y argentinas, los aportes del feminismo decolo-
nial nos hacen especial sentido para reflexionar desde las 
RRII sobre nuestra realidad y la de la región.

El feminismo decolonial latinoamericano surge en la 
década de 1980 como una revisión crítica a los feminis-
mos hegemónicos que intentaban establecer una mirada 
única y universal sobre la mujer, basándose en las preocu-
paciones y realidades de las mujeres blancas occidentales 
europeas y norteamericanas. Sin desconocer estos aportes, 
busca tomar en cuenta todos los elementos que estas au-
toras no miraron por no formar parte de sus experiencias 
vitales (Villarroel Peña 2018).

Esta corriente abreva en la tradición del pensamiento 
crítico latinoamericano en sus diferentes facetas (política, 
geopolítica, social, cultural, económica, del poder y del 
saber), re-elaborando sus aportes a la luz del pensamiento 
feminista. De esta forma, el feminismo decolonial lati-
noamericano busca proponer líneas de pensamiento y de 
acción que permitan visibilizar las diversas desigualdades 
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que atraviesan a las mujeres de nuestro continente (Bida-
seca 2011, Espinosa-Miñoso 2014, Lugones 2008, Pare-
des 2012, Segato 2012, Villarroel Peña 2018).

El pensamiento decolonial busca comprender la di-
mensión global y sus vínculos con el ámbito local para 
denunciar la colonialidad que perdura en nuestros terri-
torios (en sentido amplio, entendiendo incluso a los cuer-
pos y las cuerpas como un territorio). Desde esta perspec-
tiva, indaga en cuestiones que van desde la geopolítica a la 
dependencia económica y cultural o la injusticia social en 
la región. Para ello, propone respuestas desde la resistencia 
que se vinculan con el intento de de-colonizar el poder y 
el saber. A estas consideraciones, el prisma del feminismo 
añade la desigualdad de género y de sexualidad, que in-
tersecta con todas las demás desigualdades colocando a la 
mujer latinoamericana en una posición de subalternidad 
aún mayor. Así, recuperando aquella tradición, el femi-
nismo decolonial latinoamericano va un paso más allá y 
propone “otros marcos analíticos para la comprensión de 
las relaciones sociales, mediante una mirada imbricada de 
las opresiones de raza, sexo, clases, sexualidad y geopolíti-
ca, que el capitalismo, el racismo y patriarcalismo origina 
en las vidas de las mujeres de la periferia en particular, y 
en las poblaciones de la periferia global en general” (Vi-
llarroel Peña 2018: 106). Así, parte de la revalorización 
del conocimiento situado y horizontal, sin pretensiones 
universalistas o de verdades incontrastables, que permita 
dar respuestas más acertadas y acordes a las problemáticas 
de la propia región.

En términos de RRII, el pensamiento feminista de-
colonial latinoamericano aporta reflexiones que apuntan 
a la crítica al orden internacional y acciones que buscan 
subvertirlo desde la promoción de la horizontalidad de las 
relaciones y de la desarticulación de las relaciones estruc-
turadas en torno de la masculinidad. La crítica central se 
orienta a develar el racismo y otras múltiples desigualda-
des intersectadas que atraviesa el sistema internacional tal 
como está construido y funciona en la actualidad. Así, 
pretende explicar las formas de actuaciones de aquellos 
que ejercen y/o disputan el ejercicio de poder. 

Reflexiones finales
Este pequeño recorrido por los aportes de los feminismos 
a las RRII deja instaladas una serie de preguntas: ¿Qué 
nos develan hoy estas pioneras del feminismo y/en las 
RRII? ¿Cómo podemos responder a la pregunta dónde 
están las mujeres hoy?

Por un lado, es interesante que podamos preguntarnos 
donde están las mujeres y no donde está la mujer. Si algo 
demuestran las experiencias que recopilan estas autoras 
—y también las críticas que se les han realizado desde 
otros feminismos— es que las experiencias de las mujeres 
en y con lo internacional son diversas. Asimismo, abren 
la puerta a preguntarnos por otras diversidades, tanto de 
género como de raza, de etnia, de edad o de clase, por 

mencionar algunas. Y también nos habilita a seguir pre-
guntándonos quiénes son los y las subalternizadas hoy y 
qué pasaría si miráramos los problemas internacionales 
desde sus lugares y perspectivas.

Por el otro, es claro que las preguntas acerca del lu-
gar de las mujeres (y otras diversidades) en la disciplina y 
no sólo en sus problemas resultan aún válidas. Si bien el 
camino parece más allanado, aún es pertinente pregun-
tarnos donde están las mujeres y otras diversidades en la 
academia hoy: ¿tienen igual acceso que los hombres a los 
espacios de poder?, ¿sus voces son escuchadas?, ¿cómo se 
conjugan las tareas de cuidado de las trabajadoras-investi-
gadoras de las RRII con la mirada sobre la disciplina? La 
pregunta más importante de todas, la que más nos inter-
pela, no obstante, es ¿cómo podemos hacer para amplifi-
carlas y lograr que sus particulares perspectivas incidan en 
las preguntas centrales de la disciplina?
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La comunidad doméstica es el único sistema económico 
y social que dirige la reproducción física de los individuos, 
la reproducción de los productores y la reproducción social 

en todas sus formas, mediante un conjunto de instituciones, 
y que la domina mediante la movilización ordenada de los 

medios de producción humana, vale decir, de las mujeres.
Meillassoux (1977: 9).

La noción de cuidado refiere a las actividades y relacio-
nes que contemplan requerimientos físicos y emociona-
les de niñes y adultes dependientes, así como los marcos 
normativos, económicos y sociales dentro de los cuales 
éstas son asignadas y llevadas a cabo (Daly y Lewis 2000). 
El cuidado involucra casi siempre una conexión personal 
y emocional entre cuidadores y sujetxs dependientes de 
éste. Implica la provisión de un mínimo de vínculos so-
ciales y afectivos intrínsecos a la condición humana, así 
como actividades ligadas a la educación y a la compañía 
—leer, conversar, compartir— (Daly y Lewis, 2000).

Las lógicas del cuidado responden a patrones sociales 
y culturales de relaciones entre géneros y clases sociales. 
En este sentido, la manera en que una sociedad encara la 
provisión de los cuidados de la infancia tiene implicancias 
significativas para el logro de la equidad de género, al per-
mitir ampliar las capacidades y opciones de las personas, 
o al confinar a las mujeres a roles tradicionales asociados 
con la femineidad y la maternidad (Esquivel, Faur y Jelin, 
2012). 

El patrón social basado en la división sexual del traba-
jo es un modelo centrado en el mercado de trabajo que in-
visibiliza el trabajo doméstico y la relación existente entre 
el trabajo productivo y el reproductivo. El ámbito de lo 
doméstico es el ámbito de producción y reproducción de 
la fuerza de trabajo, y el trabajo empleado para la produc-
ción de ese bien, que es de carácter social, es mayormente 
femenino, está mal remunerado o no lo está en absoluto. 
El modelo de hogar/familia del desarrollo capitalista es 
el hogar nuclear patriarcal, donde el trabajador hombre 
es quien aporta los recursos con su salario. Lo que queda 

implícito e invisible en este modelo es que se requiere la 
contrapartida del trabajo doméstico del ama de casa-ma-
dre para transformar ese ingreso monetario en bienes y 
servicios que permitan el mantenimiento y la reproduc-
ción social. 

Con la incorporación creciente de las mujeres al mer-
cado de trabajo y el retroceso de las estructuras del estado 
de bienestar, se ha producido en muchos países una crisis 
del cuidado. La respuesta a ésta ha sido la importación de 
mano de obra migrante femenina, a fin de hacerse cargo 
de las labores de reproducción social. La externalización 
del cuidado va de la mano de la importación de mano 
de obra femenina y pobre, que establece cadenas globales 
de cuidado, que se basan en la distribución desigual del 
trabajo reproductivo, tanto desde el punto de vista del 
origen nacional como de la clase y del género, configu-
rando una situación de discriminación múltiple donde 
desigualdades de género se superponen con desigualdades 
étnicas y socioeconómicas. 

La organización social de las actividades de cuidado 
es un aspecto central de los patrones de desigualdad so-
cial, tanto en términos de género como de las relaciones 
de poder en un sentido social más amplio. La creciente 
demanda de trabajo doméstico asalariado en los países 
centrales produjo una internacionalización del trabajo 
reproductivo, con la consecuente extranjerización, femi-
nización, racialización e importación de mano de obra 
extranjera migrante. Las situaciones de vulnerabilidad a 
las que están expuestas las trabajadoras migrantes que se 
desempeñan en el ámbito doméstico se vinculan tanto a 
la poca valoración o visibilidad social del trabajo de cui-
dado como a la precariedad y desregulación normativa del 
ámbito. Las políticas migratorias restrictivas, que dificul-
tan el acceso a la residencia, o bien canalizan la mano de 
obra a este sector de la economía son funcionales para 
promover la inserción del empleo femenino migrante en 
el trabajo doméstico. Desde 2003 Argentina cuenta con 
la Ley 25871 de Migraciones, que reconoce la obligación 
del Estado argentino de asegurar el trato igualitario a las 
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personas migrantes, sea cual sea su condición migratoria, 
en las mismas condiciones de protección, amparo y de-
recho de las que goza una persona de nacionalidad ar-
gentina. A partir de 2015, las políticas migratorias fueron 
endurecidas; sin embargo, el mayor retroceso se dio en 
2017, cuando se aplicó el Decreto de Necesidad y Urgen-
cia DNU 70/2017, que modificó sustancialmente la ley 
de migraciones, en los puntos relacionados con las condi-
ciones de denegación y cancelación de residencia; el trá-
mite de expulsión; las condiciones para la asesoría legal; 
y las condiciones de detención de las personas migrantes. 
Este decreto no ha sido derogado a la fecha, a pesar de los 
pedidos y presentaciones realizadas por diversos organis-
mos de DDHH. 

La irregularidad migratoria se usa como medio para 
reducir el costo de la mano de obra y para impedir la 
posibilidad de negociación de las condiciones laborales. 
El resultado de esta interrelación es la existencia de una 
permanente fuerza de trabajo disponible y precarizada 
(equivalente a un ejército industrial de reserva) donde la 
reproducción social, aunque se mercantiliza, continúa re-
cayendo sobre las mujeres (Fonnegra, 2017). Estos proce-
sos se articulan, a su vez, con la vulnerabilidad afectiva a 
la que están expuestas las cuidadoras migrantes, resultante 
del propio proceso migratorio y de la consecuente separa-
ción de sus familiares y entorno, lo que suele aumentar al 
atender además, niñxs ajenxs. La dificultad para gestionar 
el intercambio afectivo hace que se entremezclen constan-
temente los planos intersubjetivos, generando confusión 
en la gestión cotidiana de la atención. 

La tesis central del presente artículo es que el traspa-
so de afecto que se produce desde los propios hijxs (que 
dejan lejos) a lxs niñxs que tienen las mujeres migran-
tes a su cargo se configura en forma de una sustitución 
del afecto que no pueden entregar presencialmente a sus 
propios hijxs. En una especie de acumulación originaria 
del cuidado, el país receptor extraería o expropiaría amor 
de los países de origen de la migración, produciéndose 
un desplazamiento de sentimientos que podría constituir 
una precondición de los procesos de reproducción social 
en contextos de desmantelamiento de los estados de Bien-
estar en el posfordismo. 

En el ámbito del cuidado infantil, cuidar no sólo im-
plica proporcionar bienestar y cariño, sino también, y por 
sobre todo, hábitos, disciplina y valores. Es por ello que 
constituye una arena de conflictos, donde se enfrentan 
los criterios propios de las cuidadoras, que encarnan las 
pautas de crianza de las sociedades de origen, con los cri-
terios de los progenitores, característicos de las sociedades 
de destino. 

El trabajo sobre las relaciones afectivas es complejo, 
sobre todo a nivel metodológico, la propia medición de 
las actividades de cuidado constituye aún un desafío para 
las ciencias sociales, más aún lo es la cuantificación de 
las relaciones afectivas. Considero, sin embargo, que su 

análisis es indispensable a la hora de visibilizar las vulne-
rabilidades a las que se encuentran expuestas las trabaja-
doras domésticas migrantes, ya que viene a articularse con 
la discriminación estructural e histórica que caracteriza al 
trabajo doméstico como parte del trabajo reproductivo. 
La desprotección e invisibilidad social, económica y nor-
mativa, anclada en las propias políticas migratorias, se ar-
ticula con el desgaste emocional, la sobrecarga de trabajo 
y la dificultad para gestionar los límites entre trabajo y 
afecto. 

El trabajo de cuidado produce más beneficios indi-
rectos que cualquier otro tipo de trabajo, al incrementar 
las capacidades y destrezas de lxs sujetxs receptores, tanto 
cognitivas como de valores, normas y de habilidades. El 
desarrollo de estas capacidades beneficiará no sólo al re-
ceptor/receptora del cuidado, sino también a otrxs con 
quienes éste/ésta entre en contacto. Por esta razón, el tra-
bajo de cuidado constituye un bien público.

La estructura misma del estado de bienestar se ancla en 
dos condiciones: la estabilidad del empleo de los hombres 
“jefes de familia” y la disponibilidad de mujeres como cui-
dadoras de tiempo completo. La desaparición de esa dis-
ponibilidad implica repensar la distribución de la función 
social del cuidado. La retirada del estado y el avance del 
mercado han dejado intactas las estructuras patriarcales 
de la división sexual del trabajo y los roles de género. Las 
estrategias de conciliación entre las esferas productivas y 
reproductivas actuales se encuentran atravesadas por re-
laciones de desigualdad y jerarquía entre las propias mu-
jeres. Tal como sostiene Fonnegra (2017) de un lado se 
encuentra la empleadora que contrata para poder mante-
ner su propio empleo en la esfera productiva, para reducir 
la carga que implica la doble jornada o hacerse con más 
tiempo de ocio -o incluso aumentar su estatus social- y del 
otro la empleada, la mujer que debe migrar en busca de 
mejores oportunidades y generar ingresos para sus propixs 
hijxs, quienes quedan, a su vez, a cargo de otras mujeres 
cuidadoras (hijas mayores, abuelas, hermanas, tías), que 
no perciben ningún tipo de remuneración por su trabajo. 
En este enlace de sustituciones y traspasos se ve que la va-
riable de conciliación no es neutra, la variable es siempre 
femenina, y situarse en el género permite, como ninguna 
otra perspectiva, vislumbrar la conexión existente entre 
distintas formas de opresión, y la interseccionalidad que 
las caracteriza. 

La pregunta por cómo las acciones de los distintos ac-
tores y del estado, mediante las políticas públicas, afectan 
el comportamiento de la familia, las estrategias y los arre-
glos de cuidado es central. Aquí he sostenido que los altos 
costos del cuidado, como guarderías y servicios estatales, 
se abaratan, gracias a la extranjerización y la explotación 
de las mujeres que suplen el vacío dejado por el estado. En 
esta línea se puede pensar a las políticas públicas, o mejor 
dicho, a la ausencia de éstas, como incentivadores de la 
extranjerización y feminización del cuidado, desligándose 
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el estado su responsabilidad frente a las labores de repro-
ducción social. 
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La educación no cambia el mundo, 
cambia a las personas que van a cambiar el mundo.

P. Freire

¿Marx, Freud y Nietzsche 
no han modificado profundamente el espacio de 

repartición en el cual los signos pueden ser signos? 
M. Foucault

Los debates en torno a las teorías feministas y la ca-
tegoría de género son, desde la década de 1970, cada 
vez más profundos y suponen una ampliación de pers-
pectivas, actores y análisis que intentan dar cuenta de la 
multiplicidad de fenómenos y situaciones implicados. La 
educación y más concretamente las instituciones educa-
tivas, constituyen dentro de ese complejo entramado un 
dispositivo fundamental para la erosión del andamiaje 
androcéntrico y patriarcal que, sobre la base de una di-
ferencia sexual, ha construido un enmarañado sistema 
de desigualdades en perjuicio de las mujeres. A partir del 
accionar del Movimiento de Mujeres y de las distintas co-
rrientes feministas, se ha logrado sacudir cierto sentido 
común, hacer manifiesto su artificialidad a fin de desna-
turalizarlo y poner en conflicto a las interpretaciones pa-
triarcales sobre las prácticas cotidianas y deslegitimar el 
discurso hegemónico imperante. Pero el avance de este 
proceso requiere una disputa en el mundo del lenguaje 
como así también de las interpretaciones que se realizan 
y enseñan en las instituciones encargadas de la socializa-
ción secundaria, ámbito donde se produce la adquisición 
del conocimiento de roles y normas (Berger y Luckmann 
2001). En este sentido, el objetivo central de la socializa-
ción es moldear a las personas para que se adapten a las 
normas de su sociedad, que está estructurada con base en 
la desigualdad y la opresión de género. En este marco, el 
proceso de socialización de género reproduce y justifica 
en cada individuo esas jerarquías, ya sea la jerarquía entre 
1 La ESI se aprueba conjuntamente con otras leyes que van conformando un aparato legal más igualitario como la Ley de Protección Integral a las Mujeres (Ley 
26485), la Ley de Matrimonio Igualitario (Ley 26618), la Ley de Identidad de Género (Ley 26743), la Ley de Cupo Laboral Trans en la Provincia de Buenos Aires 
(Ley 14783) y la incorporación de la figura de femicidio en el Código Penal (Ley 26791). Queda aún pendiente que el Congreso Nacional apruebe una ley sobre la 

los sexos como los restantes patrones de dominación y 
opresión institucionalizados, en tanto que la transmisión 
de la ideología de la opresión es el elemento fundamental 
de la socialización (Sagot 1994).

Por ende, emerge la importancia de concientizar sobre 
la deconstrucción del discurso desarrollado en institucio-
nes educativas, a partir de la incorporación de las perspec-
tivas de género, en tanto estas instituciones se constituyen 
como un dispositivo poderoso en la lucha por la construc-
ción de sentido, con el objetivo ulterior de romper con los 
imaginarios colectivos patriarcales y redefinir el proceso 
de producción simbólica a través del cual una sociedad y 
una época determinada se explican a sí mismas el funcio-
namiento del poder (Grüner s/d). 

Siguiendo esta línea de análisis es que decimos que el 
dispositivo escolar realiza su aporte al generar mecanismos 
y prácticas que reproducen un sentido común machista 
en los niños y niñas que colaboran en el mantenimiento y 
reproducción de una cultura desigual y androcéntrica. No 
obstante, el aula se constituye en un espacio que posibilita 
(no en el único, por supuesto) una deconstrucción, una 
reinterpretación y transformación del sentido común vi-
gente, en tanto es un dispositivo que permite una “puesta 
en crisis temprana” de las subjetividades y roles asignados 
por un discurso dominante consolidado. La dialéctica en-
tre sujeto y relato establece un espacio para que las niñas 
y niños se apropien de herramientas para una praxis so-
cial igualitaria, inclusiva, no discriminatoria y para que 
no se “fuerce” una cultura dicotómica de géneros (Laquer 
1994, Butler 2001).

La Ley de Educación Sexual Integral -ESI (Ley 26150) 
instituye un hito fundamental que, aún con sus limitacio-
nes, sienta las bases para desarrollar propuestas educativas 
que promuevan la “emergencia de un orden social y cul-
tural en el cual el desarrollo de las potencialidades huma-
nas esté abierto tanto a las mujeres como a los hombres” 
(Facio 1999: 2)1. La ley pone de manifiesto al cuerpo en 
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tanto producto de la relación entre una materialidad (bio-
lógica) y un contexto sociocultural (en el cual está inser-
to) al establecer que la educación sexual integral “articula 
aspectos biológicos, psicológicos, sociales, afectivos y éti-
cos” (art. 1, Ley 26150). Así, la ESI instala el debate de la 
cuestión de género al interior de las escuelas y produce un 
cimbronazo que descoloca a los actores de la comunidad 
escolar. La escuela en tanto “máquina de aprender, pero 
también de vigilar, de jerarquizar, de recompensar” (Fou-
cault 2002: 151) se ve incluida y, tal vez, compelida a in-
cluir dentro de sus programas la educación sexual integral 
en el marco de la igualdad de trato y oportunidades para 
varones y mujeres. 

En este contexto, el espacio educativo brinda una po-
sibilidad óptima para la problematización de la lengua y 
abrir nuevas perspectivas para el desarrollo de un lengua-
je que, en tanto creador de vida social, contribuya a una 
convivencia inclusiva que privilegie la igualdad y la no 
discriminación. El poder del lenguaje, de la palabra, se 
refleja en que determina los valores que guiarán a una de-
terminada sociedad en un período histórico específico. En 
este sentido, el lenguaje contribuye a crear una determi-
nada realidad (Facio 1999) y, por lo tanto, se constituye 
en uno de los campos de batalla entre ideas hegemónicas 
y contra-hegemónicas. La lengua no es neutra, las pala-
bras, bajo la apariencia de estar describiendo un objeto, 
en realidad lo están produciendo (Bourdieu 2008). Si la 
sociedad es racista, clasista o heterosexista, la lengua va a 
reflejar esos valores también. En ese marco es que el se-
xismo hace un despliegue cotidiano mediante la violencia 
simbólica, entendida como la que “a través de patrones es-
tereotipados, mensajes, valores, íconos o signos transmita 
y reproduzca dominación, desigualdad y discriminación 
en las relaciones sociales, naturalizando la subordinación 
de la mujer en la sociedad” (art. 5, Ley 26485). Entonces, 
la apropiación crítica del lenguaje por parte de las insti-
tuciones educativas y sus docentes permite la elaboración 
de estrategias pedagógicas que tiendan a la utilización de 
un lenguaje no sexista, que tendrá un impacto concreto 
en la sociedad en el marco de la relación dialéctica entre 
lenguaje y sociedad. 

En tanto el lenguaje es un hecho cultural, es modi-
ficable por la voluntad de las personas y, al hacerlo, se 
abre la posibilidad de modificar tanto las formas de pensar 
como de actuar, cambiando finalmente la realidad. Como 
destaca Meana Suárez (2002: 14), “cambiando el uso de 
la lengua cambiará nuestra concepción de la realidad. Y 
dado que este proceso es progresivo y no unidireccional, 
si cambiamos premeditadamente el uso del lenguaje, ello 
ayudará a cambiar nuestro concepto del mundo. De nues-
tro papel activo en este cambio dependerá el ritmo al que 
se modifiquen las concepciones sexistas y androcéntricas”.

Las prácticas educativas actuales no son neutrales en 
términos de genero dado que están atravesadas por las re-

interrupción voluntaria del embarazo de manera legal, segura y gratuita. 

laciones de saber/poder del patriarcado. En lo no dicho, a 
veces llamado curriculum oculto en el mundo de la edu-
cación, se definen expectativas de comportamiento, de 
rendimiento, de desarrollo de habilidades diferenciadas a 
partir del género, consolidando micro machismos (Boni-
no Mendez s/d), habilitando o censurando determinadas 
prácticas de acuerdo con él. Como afirma Foucault (2008: 
45), “todo sistema de educación es una forma política de 
mantener o de modificar la adecuación de los discursos, 
con los saberes y los poderes que implican”.

El clima de época actual presenta coordenadas favora-
bles para transitar de la imagen icónica consolidada en el 
imaginario social de la escuela cómo espacio de igualdad, 
a una figura más realista de una escuela como dispositivo 
que forme seres humanos con una concepción igualitaria 
que no asigne valores, capacidades o roles diferentes a ni-
ñas o niños en función del sexo. 

No tendremos una educación emancipadora sin una 
lucha política por el sentido y sin una mirada crítica so-
bre las relaciones sociales actuales basadas en prácticas 
patriarcales. En línea con Facio, sostenemos que la ideo-
logía patriarcal hegemónica no sólo construye y basa las 
diferencias entre mujeres y hombres sobre un supuesto 
sustento biológico y natural, sino que, además, sostiene, 
consolida y profundiza todas las demás formas de domi-
nación existentes.
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 Cada día, miles de mujeres estudian y trabajan en una 
institución que en sus casi 200 años de existencia siempre 
estuvo conducida por varones. Al día de hoy las posiciones 
de poder más encumbradas dentro de la Universidad de 
Buenos Aires (UBA) son ocupadas casi con exclusividad 
por varones y de hecho ninguna mujer ha ocupado hasta 
el presente el cargo más alto, el Rectorado, como bien lo 
atestiguan los retratos ciento por ciento masculinos que 
pueblan la sala de Consejo Superior de la institución. 

Lo antedicho no supone ninguna novedad, a pesar de 
que en los últimos años las mujeres hemos superado a 
los varones tanto en la matrícula estudiantil cuanto en la 
planta docente. En todo caso, pareciera más bien hacer 
extensiva a la UBA la afirmación que realizara años atrás 
Pablo Gentili (2014) para referirse a Chile “es más fácil 
que una mujer llegue a ser Presidenta [del país] que Rec-
tora de una universidad”. 

La universidad desmiente entonces su etimología, al 
revelarse como una corporación que niega tanto la uni-
versalidad como la diversidad. Y el ideal de neutralidad 
y objetividad de la ciencia se conjuga con la constitución 
de la universidad como organización generizada (Acker 
1990) que oculta las prácticas sedimentadas que mantie-
nen y reproducen las relaciones desiguales entre varones 
y mujeres. Sin embargo, el lugar de las mujeres dentro de 
las universidades no puede considerarse de modo aislado 
sin vincular las formas en las que roles y estereotipos de 
género se construyen y reproducen tanto dentro como 
fuera de los claustros. 

Las mujeres en la universidad
Sin afán de historizar, debemos señalar que los cambios en 
la estructura social de nuestro país a lo largo del siglo XX 
tuvieron su correlato en el sistema educativo y también 
en la propia posición y presencia de las mujeres dentro de 
éste. En los estudios primarios la tendencia a la universa-
lización estuvo presente de forma temprana con mayor 

1 Los censos estudiantiles y docentes se realizan cada cuatro años. Los últimos censos docente y estudiantil disponibles en la página web de la universidad corres-
ponden al año 2011.

fuerza que en los niveles secundario y universitario, por lo 
que podemos decir que la incorporación de las mujeres en 
los estudios superiores es un proceso relativamente recien-
te: las mujeres comenzaron a ingresar en la universidad en 
la década de 1880 y la primera en graduarse en la Facul-
tad de Medicina fue Cecilia Grierson, en 1889 (Barrancos 
2019). Este proceso vivió una gran aceleración a partir 
de los años ’70 del siglo XX, asociada a los procesos de 
masificación de la educación y en paralelo a la tendencia 
creciente de entrada de las mujeres en el mercado laboral; 
podría pensarse ambos procesos como dos escenarios de 
la “desprivatización” de las mujeres, es decir, una mayor 
presencia en espacios públicos tradicionalmente reserva-
dos a los varones. Hoy en la UBA las estudiantes superan 
a los estudiantes en una proporción de 60 a 40 por ciento 
de acuerdo a los últimos datos disponibles (UBA 2011a)1. 

Son conocidas las historias de las mujeres pioneras que 
lucharon para estudiar y permanecer en el ambiente aca-
démico, hostil al ingreso de las mujeres, y que primera-
mente empezaron poblando las carreras ligadas a las cien-
cias médicas. Hay allí también una huella de la extensión 
de los roles del ámbito privado al ámbito público: porque 
las mujeres se insertaron —y se insertan aún hoy— en 
primer lugar en carreras que se consideran más ligadas 
a las tareas de cuidado y menos en las ciencias “duras”, 
dando como resultado una desigual distribución de las 
mujeres entre disciplinas, existiendo carreras feminizadas 
(ciencias sociales y humanas y ciencias de la salud) y otras 
reservadas mayoritariamente a los varones (ingenierías y 
ciencias exactas y naturales). 

Si prestamos atención a la docencia como trabajo, a 
nivel de magisterio se institucionalizó tradicionalmente 
como salida laboral femenina, asociada al cuidado. En el 
nivel superior, la feminización de la planta docente es tam-
bién un fenómeno reciente pero que hoy muestra niveles 
superiores al 50 por ciento a nivel de las universidades 
nacionales y también de la UBA: de un total de 21.608 

Mujeres en la Universidad de Buenos Aires. 
Un lento camino hacia la igualdad

>> María Belén Sotelo 
Politóloga (UBA). Docente e investigadora (UBA).
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docentes de grado, 11.554 son mujeres contra 10.054 va-
rones (UBA, 2011b), aunque las diferencias crecen cuan-
do se miran las cifras con mayor grado de detalle. 

Una cuestión que salta a primera vista es que nuestros 
sistemas de educación superior en general y la UBA en 
particular efectivamente se han vuelto más democráticos 
en los últimos años, entendiendo por ello la ampliación 
en el acceso, tanto a mujeres como a los sectores sociales 
de menores ingresos. Sin embargo, las desigualdades “se 
patean para adelante” y reaparecen bajo distintas formas. 
Vamos a revisar algunas que afectan particularmente a las 
trabajadoras docentes.

Dos factores clave delimitan las posiciones en la ca-
rrera académica: la categoría docente y la dedicación. Las 
mujeres tienden a concentrarse en las categorías y en las 
dedicaciones más bajas, tanto de la carrera docente como 
de investigación. Otro factor no menos relevante es la 
edad de ingreso a la carrera académica. El sistema privile-
gia a los varones, ya que la edad de ingreso y de ascenso a 
los cargos suele coincidir con la edad reproductiva en las 
mujeres, lo cual retrasa su desarrollo y vuelve más tortuosa 
su trayectoria. Al contrario que como ocurre con los varo-
nes, para las mujeres una mayor edad no se asocia con un 
más alto rango. Esto se ve claramente en la carrera docen-
te, donde encontramos al inicio más mujeres que varones, 
pero a medida que ascendemos en la escala su presencia 
se va reduciendo. En la UBA las mujeres representan el 
57,6 por ciento de auxiliares docentes pero sólo el 43,5 
por ciento de profesores (UBA, 2011b). Hay un punto 
donde la carrera de las mujeres se estanca o por lo menos 
se ralentiza y en un medio altamente competitivo como 
el académico, el tiempo es oro. La imagen de la “puerta 
ancha” para el acceso igualitario esconde que hay una vía 
rápida para unos y un “piso pegajoso” para otras. Y las que 
logran despegarse encuentran luego un “techo de cristal” 
sobre sus cabezas.

Lo cual nos conduce a la siguiente constatación: la idea 
del “mérito académico” es otro “sólido que se desvanece 
en el aire” cuando lo confrontamos con la diferencia de 
género. Suponiendo igualdad en el inicio, incluso con un 
mayor rendimiento académico por parte de las mujeres, 
que tienen mayores tasas de egreso en grado y posgrado, 
vemos que son los varones los que ascienden más rápido. 
Pero esto afecta no solamente a las trayectorias individua-
les, sino a la de la institución en su conjunto, porque la 
composición de los órganos ejecutivos y de gobierno tam-
bién está en relación a la posición en la carrera docente: 
si hay pocas mujeres en los consejos superiores y en los 
cargos profesorales elegibles para ser autoridad, ¿cómo 
vamos a llegar a la cima del poder universitario? Como 
dijimos al inicio, al día de hoy la UBA no ha tenido una 
sola rectora y pueden contarse con la palma de una mano 
las decanas de facultades: Agronomía, Ciencias Sociales, y 
Farmacia y Bioquímica. 
2 Lo que da lugar a la homogamia en la que se establecen prerrogativas a favor del marido cientista (Barrancos 2019).

Esto nos lleva a la cuestión de la evaluación, el me-
canismo privilegiado para el ascenso. Hay ahí un doble 
problema que recién empieza a vislumbrarse. Por un lado, 
el más conocido del uso de la misma vara para medir a 
varones y mujeres sin tomar en consideración el tiempo 
diferencial que insume el cuidado del hogar y de otras 
personas dentro del hogar (¡incluyendo a veces hasta a un 
compañero que lo es a la vez de vida y de trabajo!2) Por 
otro lado, un problema que recién empieza a salir a la luz: 
el sesgo de género a la hora de evaluar, por ejemplo, la 
aceptación de publicaciones o presentaciones en congre-
sos (pieza fundamental en la construcción y revalidación 
de la carrera académica) o ser evaluadora. Estudios recien-
tes mostraron que las mujeres reciben menos invitacio-
nes que sus pares varones para formar parte de comités 
evaluadores, y que a la vez envían menos artículos para 
evaluar (con indicios de que la causa se encuentra relacio-
nada al hecho de que quien sabe que va ser juzgado más 
severamente, se preparara más y asume menos riesgos.) 
Otros estudios indican que a candidaturas similares para 
el mismo puesto, los evaluadores tienden a preferir al va-
rón por sobre la mujer (Mediavilla 2017, Gentili 2014).

Un último factor, no menos importante, refiere a los 
modos jerárquicos en que se estructuran las relaciones 
dentro de las cátedras y los equipos de investigación y 
cómo las mujeres ven obturadas sus posibilidades de as-
censo no sólo por condicionamientos de roles e imposi-
ciones sexogenéricas en su vida dentro y fuera de la uni-
versidad —nos referimos a la responsabilidad principal 
que asumen las mujeres en temas de cuidados— sino a los 
abusos de poder y violencias de distinto tipo que sólo a 
partir de 2015 encuentran un espacio de prevención y de-
nuncia a nivel institucional, con la sanción del Protocolo 
de acción institucional para la prevención e intervención 
ante situaciones de violencia o discriminación de género 
u orientación sexual. 

Hacia una UBA paritaria
En 2019, el Consejo Superior aprobó por amplia mayoría 
el proyecto de paridad en la conformación de las listas 
de candidatos/as de los tres claustros, estudiantes, gradua-
dos/as y profesores. Constituye, a nuestro entender, una 
forma de reparación de las exclusiones femeninas (Cuellar 
Camarena 2019) de los espacios de participación y toma 
de decisiones. 

Esta norma va en línea con lo aprobado por otras casas 
de altos estudios y con la legislación a nivel nacional para 
la conformación de listas de representantes legislativos. 
Recordemos que en Argentina el derecho al sufragio fe-
menino data de 1947, en 1991 se establece la ley de cupo 
que estableció una cuota para la participación parlamen-
taria y en 2017 la ley de paridad también para el ámbito 
legislativo. 

De estas experiencias en el espacio público, transitan-
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do desde las cuotas hacia la paridad, las universitarias pue-
den obtener valiosas lecciones. La experiencia acumulada 
indica que “una modificación legal institucional no basta 
por sí misma para lograr un sistema que garantice la pa-
ridad entre los sexos” (Archenti 2011). Muchas veces las 
expectativas pueden verse frustradas por la persistencia de 
barreras culturales o propias de la institucionalidad infor-
mal que regula las prácticas y relaciones de la institución. 
Otras voces sostienen que en el sistema científico y acadé-
mico la intervención para lograr la igualdad no debe darse 
a través del establecimiento de cuotas sino a través de una 
otra racionalidad atenta a las cuestiones “personales” que 
afectan principalmente a las mujeres (Barrancos 2019). 

Independientemente de la consideración sobre la es-
trategia de avance de la igualdad adoptada por la UBA 
en términos de paridad electoral, entendemos que lo que 
subyace como discusión es la necesidad de problemati-
zar políticamente la presencia de las mujeres en la uni-
versidad. Las universitarias constituyen una “elite discri-
minada” (Yannoulos y Vallejos 1998), en el sentido de 
doblemente aisladas —de los varones y del resto de las 
mujeres que no han accedido a puestos profesionales— y 
dominadas porque permanecen relegadas en la distribu-
ción del poder. Por lo que la aplicación de la paridad no 
debería apuntar solamente a introducir más mujeres bajo 
las reglas que hoy rigen la producción del poder acadé-
mico sino también de cuestionar y cambiar el modo de 
producción de conocimiento y del poder académico. 

Se trataría de pensar una política que también es peda-
gogía, en el sentido de poner en cuestión prácticas y sabe-
res construidos de forma androcéntrica para desarmar los 

privilegios que consagran y mantienen diferencias entre 
géneros. Privilegios que a más de cien años de la Reforma 
Universitaria, hacen que aun hoy las mujeres tengamos 
que lamentar una vergüenza más y una libertad menos. 
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